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Iniciativas

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 14 Y 20 DE LA

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS ME-
XICANOS, A CARGO DE LA DIPUTADA LAURA IRAÍS BA-
LLESTEROS MANCILLA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MOVIMIENTO CIUDADANO

La suscrita, diputada Laura Iraís Ballesteros Mancilla,
integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano de la LXVI Legislatura de la Cámara de
Diputados, con fundamento en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como 6, numeral 1, fracción I, y 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración de esta asamblea la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma diversas
disposiciones de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

Como se mostrará en la presente iniciativa, se consi-
dera que la actual reforma judicial que tiene como ob-
jetivo democratizar el acceso a la justicia no cumple
realmente con este objetivo. La elección popular de
jueces no es un mecanismo para que el Poder Judicial
rinda cuentas ante la ciudadanía. Sin embargo, otros
diseños, como la creación de jurados populares en la
que la ciudadanía intervenga en la generación del ve-
redicto en ciertos casos, podrían realmente hacer que
las decisiones judiciales no dependan exclusivamente
del Poder Judicial y que las personas juzgadoras ten-
gan que rendir cuentas ante la sociedad. A continua-
ción, se desarrolla una iniciativa en ese sentido, elabo-
rada con diversos expertos en materia de seguridad y
justicia, como Bernardo León Olea. 

La reforma que presentó el presidente de la República,
Andrés Manuel López Obrador, en materia judicial el
pasado 5 de febrero, y que fue respaldada por la presi-
denta electa Claudia Sheinbaum Pardo, propone entre
otras cosas, la elección popular de los jueces y magis-
trados tanto los federales como de las entidades fede-
rativas, así como de los ministros de la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación.

Bajo esta premisa, la discusión pública ha girado en
torno a la pertinencia de esta medida. Por un lado, se

defiende la conveniencia de la democratización de los
poderes judiciales vía la elección y, por el otro, se cri-
tica la inconveniencia de esta medida dada la necesa-
ria imparcialidad y profesionalización que los juzga-
dores deben tener.

Sin embargo, aunque la iniciativa asume que los jue-
ces electos tendrán mayor legitimidad a la hora de
emitir sus acuerdos y sentencias, no aborda el proble-
ma relativo a la forma en que la sociedad va a partici-
par en la impartición de justicia además de elegir a los
jueces.

Es decir, no solo se trata de determinar una forma más
democrática – aunque controversial– de legitimar el
cargo de jueces magistrados o ministros, sino también
de democratizar la impartición de justicia y generar un
contrapeso al poder de los jueces, magistrados y mi-
nistros.

El momento culminante de un proceso civil o penal es
sin duda el juicio, donde las partes bajo la premisa de
la contradicción –en igualdad de circunstancias–, la
oralidad, la concentración, la continuidad y la inme-
diación, presentan sus hipótesis y argumentos, los res-
paldan con evidencias, con peritos y testigos que son
interrogados y contrainterrogados lo que permite a las
partes contradecir los hechos, la lógica y las conclu-
siones, para que surja la verdad de los hechos y las res-
ponsabilidades derivada de esta dialéctica. 

Todo este complejo ejercicio tiene la meta de hacer
justicia. Sin embargo, la reforma reduce este proceso a
convencer a una sola persona –en mejor de los casos a
tres– de la inocencia o culpabilidad de un acusado o de
que la parte actora en un proceso civil haya acreditado
la acción promovida. El Ministerio Público, la Defen-
sa, los testigos, los peritos, los debates, las teorías del
caso y las conclusiones tendrán un único destinatario:
un juez experto en derecho o, en el mejor de los casos,
un panel de tres jueces.

El Juicio Oral tiene el grave defecto de haberle enco-
mendado a un solo juez o en el mejor de los casos a
un tribunal (aunque la tendencia es a un solo juez)
presidir las audiencias, dirigir los debates observan-
do la contradicción entre las partes y el desahogo de
pruebas, esto suponiendo una atención al 100 por
ciento del juez para valorar las pruebas, los alegatos
y así determinar el veredicto y la sentencia, dejando
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a la sociedad en calidad de observador pasivo del
proceso. 

Contrario al ideal de una justicia penal democrática
donde la sociedad participa activamente en el juicio,
en el sistema vigente, se prefirió? una especie de “des-
potismo ilustrado” donde la sociedad puede asistir a
las audiencias, criticar lo que ahí sucede, opinar, etcé-
tera, pero no puede decidir nada, ese es un trabajo pa-
ra los jueces ya sea un juez unitario o un panel de tres
jueces que serán los únicos receptores de la dialéctica
procesal y quienes definan su resultado. Eso en más de
un sentido le restan sentido y razón de ser al Juicio
Oral. 

Dicho de otra manera, aunque los jueces sean ganado-
res de un concurso de oposición, designados por el
presidente de la República o electos por los ciudada-
nos, el problema de la impartición de justicia persiste,
sólo un juez o en el mejor de los casos un panel de jue-
ces determinara ante sí mismo el veredicto y la sen-
tencia de cada caso que les sea asignado sin que la so-
ciedad pueda intervenir o hacer de contrapeso a las
decisiones de los jueces.

La imparcialidad de la judicatura

Considerando que tanto en materia civil como penal
los asuntos son juzgados por un juez o Tribunal (se eli-
minó el jurado en 2008), asegurar la imparcialidad y la
independencia de los jueces y tribunales se convierte
en un tema vital para la impartición de justicia.

Un acusado, la víctima de un delito, o un actor o de-
mandado en materia civil debe tener la seguridad de
que la persona objeto del juicio oral, es decir, el juez o
tribunal estará 100% atento a los alegatos y a las prue-
bas y así decidir sin mayor influencia que la ley y su
percepción de justicia.

No obstante, el Juez o tribunal no tendrá ningún con-
trapeso.

Desde la promulgación de la Constitución se han des-
arrollado tres formas de nombrar a los ministros de la
Corte y dos formas de designar a los magistrados y
jueces. En 1917, la Constitución estableció en el artí-
culo 96 que los ministros de la Corte fueran nombra-
dos por dos terceras partes de los miembros del Con-
greso de la Unión, de entre los candidatos propuestos

por las legislaturas de los estados. Por su parte, el artí-
culo 97 establecía que los magistrados y jueces de Dis-
trito sería nombrados por la Suprema Corte por perio-
dos de cuatro años y no podían ser removidos en ese
periodo más que por un juicio de responsabilidad.

A nivel estatal, la Constitución no preveía un meca-
nismo de nombramiento específico de magistrados
o jueces, pero se aplicó un mecanismo equivalente
donde, tenía una clara injerencia el gobernador. En
el entonces Distrito Federal, el artículo 73, fracción
VI, numeral 5o., establecía que el Congreso de la
Unión nombraría a los magistrados y jueces. Aquí
es interesante recordar que de 1917 hasta 1929, los
jueces del Distrito Federal convivían con los Jura-
dos Populares.

En 1928 se modificó el artículo 96 de la Constitución
para que los ministros fueran nombrados por el presi-
dente de la República con la ratificación del Senado.
Para nombrar a los magistrados y jueces federales se
mantuvo el mecanismo de designación por parte de la
Suprema Corte. En el Distrito Federal la ratificación
de los magistrados del Tribunal Superior del DF sería
por la Cámara de Diputados y los jueces serían nom-
brados a su vez por los magistrados.

En 1934 se modificó la fórmula para limitar el perio-
do de responsabilidad de los ministros, magistrados y
jueces a 6 años pero en 1944 se eliminó la restricción.
En 1951 se volvió a modificar el 97 constitucional pa-
ra establecer que los magistrados y jueces durarían
cuatro años, pero una vez reelectos tendrían inamovi-
lidad.

Con cambios menores, la fórmula permaneció hasta
1987 en que se amplió el periodo a 6 años antes de la
inamovilidad, pero lo más importante es que se refor-
mó el artículo 116 para establecer con mayor claridad
cómo debían organizarse los poderes judiciales de los
estados, se adicionó una fracción III y en el párrafo
quinto se establecía que los jueces serían nombrados
por los Tribunales Superiores de Justicia. Sin embar-
go, este párrafo se derogó en 1994.

En el marco de la reforma de 1994 se dio un giro es-
pecialmente importante al Poder Judicial de la Federa-
ción y a la Suprema Corte, ya que se modificó la for-
ma de designación de los ministros de la Corte, de los
magistrados y de los jueces.
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El artículo 96 reformado estableció que los ministros
serían designados por dos terceras partes del Senado a
partir de una terna propuesta por el presidente de la
República y durarían en su encargo 15 años, por su
parte los magistrados y jueces de Distrito serían desig-
nados a través de los mecanismos de carrera judicial
determinados por el nuevo Consejo de la Judicatura
Federal.

Es importante mencionar que durante los años del sis-
tema de partido hegemónico, la independencia judicial
tuvo muchos problemas para sostenerse; pero a partir
de la reforma 1994 el Poder Judicial Federal incre-
mentó su independencia del Poder Ejecutivo, aunque,
en el interior de la Judicatura, se crearon otros intere-
ses y grupos de poder que generarían nuevos proble-
mas a la independencia y por tanto imparcialidad del
poder judicial, ya que la carrera de los jueces estaría en
manos de la Judicatura.

En este contexto, a nivel estatal, que es donde se atien-
den el 95 por ciento de los asuntos, los magistrados tu-
vieron un gran logro (al menos en teoría) porque se les
reconoció la inamovilidad después de ser reelectos; sin
embargo, la situación de los jueces sigue en la mayo-
ría de los estados sin garantizar la independencia e im-
parcialidad que requiere su función.

De aprobarse la reforma judicial que propone el presi-
dente especialmente la parte que obliga la elección po-
pular de jueces magistrados y ministros, la posibilidad
de que los jueces actúen en forma sesgada de acuerdo
con lo que consideran la voluntad de sus electores y no
precisamente a lo establecido por la ley obliga a bus-
car un contrapeso a el poder de estos funcionarios.

Es en este marco, que la restauración de los jurados
populares sería la salida para este problema, los jura-
dos no son electos, no están sujetos a la disciplina de
la Judicatura, ni son jueces profesionales, están en un
juicio por una sola vez, son ciudadanos que sufrirán
las consecuencias de sus veredictos, pero también son
miembros de la sociedad que, escogidos por la partes
permiten que la propia sociedad participe no solo eli-
giendo a los jueces sino determinando el veredicto de
un proceso y haciendo justicia.

En México ha habido varios intentos de instaurar los
jurados un con éxito y otros han fracasado. En 1825 el
doctor José María Luis Mora logró insertar esta insti-

tución en la Constitución del Estado de México en su
artículo 209, estableciendo un jurado para asuntos cri-
minales y una especie de Gran Jurado para acusar. Si-
milar situación se insertó en la Constitución de 1825
del estado de Querétaro en su artículo 179 y en algu-
nos otros estados.

Posteriormente en el Congreso constituyente de 1856
se propuso en la discusión del artículo 24, numeral 4,
del proyecto de Constitución Política de la República
mexicana el establecimiento de los jurados, pero no tu-
vo éxito.

Sin embargo, en 1869 el presidente Benito Juárez es-
tableció la institución del jurado popular, a través de la
Ley de Jurados Criminales del 15 de junio de 1869
permitiendo por un lado que la sociedad participará en
la impartición de justicia y que el poder de los jueces
tuviera un contrapeso en el juicio.

Los jurados en materia penal se institucionalizaron en
los códigos procesales de 1880 y 1894. Y en la prácti-
ca desaparecieron en 1929 con la promulgación del
Código de Organización y Competencia y de Procedi-
mientos en Materia Penal para el Distrito y Territorios.

Los últimos rastros del jurado desaparecieron con la
reforma de 1982 que eliminó los jurados de los proce-
sos contra servidores públicos y de la Reforma de
2008 que los borró del texto constitucional.

Es importante para el objeto de esta iniciativa recordar
una parte del debate del Proyecto de Constitución pa-
ra la República Mexicana de 1856 por los argumentos
a favor y en contra que se discutieron. El artículo 24,
numeral 4, establecía:

Artículo 24.- En todo procedimiento criminal, el

acusado tendrá las siguientes garantías: […] 4, que

se juzgue breve y públicamente por un jurado im-

parcial, compuesto de vecinos honrados del Estado

y Distrito en donde el crimen ha sido cometido…

En su discurso para defender los juicios por jurado, el
diputado Guillermo Langlois de Jalisco hizo un dis-
curso muy importante para defender su importancia,
en una parte de su discurso alegaba:

En todos los tiempos y en todas las naciones no han

existido ni existen más de dos modos de administrar
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justicia: el uno, puesto en práctica por los países

despótica- mente gobernados, en donde juzga el

monarca o sus delegados; el otro, nacido espontá-

neamente de las instituciones en los países libres,

en donde protege la inocencia y reprime el vicio el

pueblo por sí o por sus representantes, o, lo que es

lo mismo, por medio del jurado.

Y yo, señor, porque he visto la superioridad del úl-

timo sobre el primero en las naciones en donde es-

tá en vigor, y porque soy republicano y profeso la

doctrina de la soberanía del pueblo, he dado mi

preferencia al último126.

Más adelante reclama y argumenta:

De la misma naturaleza son la mayor parte de los

argumentos que se han aducido para probar lo ma-

lo que es en sí el juicio por jurados. Mas otros, ad-

mitiendo la bondad de la institución, niegan que

sea posible plantearla con éxito entre nosotros;

porque dicen que el pueblo es absolutamente imbé-

cil, no le conceden ni el sentido común que ha me-

nester todo hombre a cada momento para evacuar

sus negocios de todos los días, en prueba de lo que

refieren la historia de una pobre vieja quemada por

bruja y de un niño ahorcado por asesino. Es evi-

dente que el jurado no debe aplicar la ley y, en tal

caso, no veo qué mal habría podido resultar a la

pobre anciana si, ante uno de los compañeros se-

ñores, se hubiese hecho la declaración de haber si-

do reo de brujería127.

Y concluye:

Siempre he visto que los pueblos libres son los úni-

cos que hayan tenido la preciosa prerrogativa de

juzgarse a sí mismos y que los monarcas absolutos

jamás se le concedieron a sus súbditos, por su in-

compatibilidad con el régimen despótico. Del co-

mún de los hechos que nos presentan las páginas de

la historia apoyadas por razones tan sólidas e in-

contestables, debe inferirse racionalmente que es la

institución de los jurados el baluarte más eficaz de

las libertades públicas, siendo por ese medio el

pueblo su propio guardián contra la tiranía y la

opresión; que su existencia es lo que distingue la li-

bertad política de la esclavitud y que con el sistema

opuesto de administración de justicia se hace efí-

mera e ilusoria toda proclamación de derechos, que

tiene natural y necesariamente por base única la

institución de los jurados128.

Al día siguiente, el diputado Ignacio Luis Vallarta,
también de Jalisco, hizo un largo discurso en contra de
los jurados criminales bajo la premisa de que nadie
elegía a los jurados y por tanto no eran representantes
del pueblo (y por tanto innecesario para la democra-
cia), en todo caso, propuso que los jueces fueran nom-
brados por el pueblo.

Frente a los argumentos a favor y en contra, el debate
se hizo más intenso a lo largo de la sesión; sin embar-
go, la introducción de los jurados en la Constitución
fue rechazada, no obstante, es importante aclarar que
la votación fue muy pareja 42 en contra, 40 a favor.

El presidente Juárez cambiaría esta votación con la
Ley de Jurados Criminales de 1869 y, paradójicamen-
te, el jurado tendría su etapa estelar en México en la
época del porfiriato. Cuando en 1929 se eliminaron de
la legislación procesal, la justicia penal sufriría mu-
chas décadas de abuso, arbitrariedad, desconfianza y
marginalidad.

En su comentario final al resultado de la votación, el
gran Francisco Zarco escribió:

¡Otra batalla perdida! ¡Otra reforma frustrada! El

juicio por jurados fracasó ayer en la Asamblea

Constituyente porque no es tiempo de que nuestro

pueblo goce de esta garantía. Tal vez lo será cuan-

do todos los ciudadanos sean jurisconsultos129.

La iniciativa de reforma judicial propuesta por el pre-
sidente –como es lógico– ha generado un debate muy
intenso en la sociedad sobre la conveniencia de que
los jueces sean electos en lugar de que sean desig-
nados a través de concursos de oposición. El meollo
del debate gira en torno a los defectos que tendría es-
ta forma de designación porque los jueces deben
aplicar la ley imparcialmente y no tendrían realmen-
te propuestas que hacer al electorado excepto eso,
aplicar la ley.

Sin embargo, la impartición de justicia no es química-
mente pura, los jueces aplican la ley, pero en los casos
particulares que son sometidos a su jurisdicción, su
criterio, su interpretación, sus valores éticos influyen
definitivamente en su forma especial de aplicar la ley,
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se puede decir que en más de un sentido los jueces le-
gislan con sus sentencias.

Por ello, consideramos que si hay materia para que los
ciudadanos decidan y los jueces puedan hacer campa-
ñas con ofertas de interpretación y visión de la justicia
distintas.

Jurados y Sufragio Universal 

La discusión sobre la reinstauración de los jurados es
similar a la que se dio cuando se habló de universali-
zar el derecho al voto.

En la evolución de las sociedades el derecho al voto y
por tanto a elegir gobernantes siempre fue “excepcio-
nal” y su generalización en el mundo moderno es una
novedad. Apenas en 1990, de 192 países que había en
el mundo solamente 65 eran considerados democráti-
cos, pero en 1900 solamente 6.

Adicionalmente, en los países democráticos la fran-
quicia electoral (el derecho al voto) tampoco estaba
generalizado, en Gran Bretaña, por ejemplo, en 1831
solamente tenía derecho al voto el 4.4 por ciento de la
población mayor de 20 años, hasta 1914 no pasaba del
30 por ciento y hasta 1931 llegó al 97 por ciento.

Las razones por las cuales la franquicia electoral no se
extendía eran de todo tipo, se les negaba el derecho a
votar a quienes no tenían propiedades y como el Esta-
do estaba para proteger la propiedad, no tenían por qué
intervenir. Otra razón era el género, “porque son mu-
jeres”, porque son negros, porque son indígenas, por-
que no saben leer ni escribir, etcétera, ¿cómo van a in-
tervenir en los asuntos del Estado si no entienden su
funcionamiento y utilidad?

En su libro La Constitución y la Dictadura, Emilio Ra-
basa desarrolla un argumento muy sólido para limitar
la franquicia electoral, señalando que los que tengan
derecho al voto deben tener cierta educación y cultura
política, para que no sean objeto de políticos que pue-
dan comprar o coaccionar su voto.

En los Estados Unidos, los negros y los inmigrantes

nuevos y pobres son electores que ganan el cohecho

de los profesionales de la política o el engaño de

los juglares de los comicios […] en Inglaterra la in-

fluencia de los grandes terratenientes hace elemen-

to perturbador a los arrendatarios y cultivadores

[…]. Para nosotros el setenta por ciento de analfa-

betos no es un elemento perturbador en la expre-

sión de la voluntad del pueblo, sino destructor de la

elección misma. Si se exceptúan las ciudades de im-

portancia, que son bien pocas, el resto del país da

distritos electorales en que la gran mayoría es de

iletrados que desconocen por completo el sistema

de gobierno; y no es aventurado asegurar que, del

total de las circunscripciones, en una quinta parte

el mayor número de los llamados ciudadanos per-

tenecen a la raza indígena y no tienen siquiera no-

ciones de ley, nación, presidente, congreso ni Esta-

do.[…] En estas condiciones, el setenta por ciento

de los electores no son sino materia disponible pa-

ra la violación de la voluntad de los ciudadanos

que en realidad la tienen; y como aquellos son, por

vicio secular, sumisos y obedientes a la autoridad

que de cerca los manda, han sido, sin excepción de

lugar ni tiempo, la fuerza de que los gobierno se

han servido para evitar la elección libre y hacerla

en provecho de sus propósitos.

El argumento es sólido pero equivocado, la restricción
de la franquicia electoral dejaba en la indefensión a los
ciudadanos, a las mujeres, a los pobres, ¿con qué he-
rramienta política podrían defender sus intereses? Los
más ilustrados no eran los más preocupados. Por ello
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la lucha por el sufragio efectivo determinó el rumbo de
los cambios políticos en México.

En esta lógica, era claro que, si no podían elegir, mu-
cho menos podrían ser jurados. Sin embargo, el pre-
sidente Juárez no estaba de acuerdo, amplió la
franquicia electoral (y eso le permitió ganar las
elecciones) y desarrolló los juicios por jurados, al
parecer sabía que la democracia se construye en la
dialéctica de los intereses y las ideas, no de los pa-
radigmas de la élite que los considera ciencia.

Como Rabasa, mutatis mutandis en sus comentarios al
artículo 20 constitucional, el Dr. Sergio García Ramí-
rez escribe lo siguiente refiriéndose al jurado popular
y su abolición en México:

Históricamente, el jurado fue una institución demo-

crática que extrajo la justicia de las manos del mo-

narca. En su hora constituyó una poderosa garan-

tía para el ciudadano. Estuvo ligado a los grandes

progresos políticos y penales en los siglos XVIII y

XIX. Declinó cuando el avance de la ciencia llevó

al proceso penal consideraciones criminológicas y

jurídicas ajenas a las posibilidades del jurado sen-

sible a la retórica forense y proclive al sentimenta-

lismo.

Lo mismo podría decirse del voto, dado que la ciencia
política ha evolucionado las masas no deberían votar y
mucho menos ser jurados. La pregunta importante
aquí es ¿quién decide?, ¿quiénes son las masas igno-
rantes? o ¿quiénes son “proclives al sentimentalis-
mo”? El argumento es nulo.

Tanto la democracia electoral como los juicios orales
con jurado son una dialéctica que confía más en la “in-
teligencia colectiva”, es decir, en los intereses y en las
conveniencias de los individuos, mucho más que en
los dictámenes de la “ciencia” entendida como dogma.
La ciencia es el consenso de una comunidad cientí-
fica respecto de un fenómeno con base en la infor-
mación que se tiene. En este sentido, la ciencia no es
otra cosa que un paradigma aceptado por dicha co-
munidad, de tal manera que cuando la información
cambia (y lo hace constantemente) el paradigma se
falsifica y surge una dialéctica para generar nuevos
paradigmas (Khun 2000 y Popper 1989). En las
ciencias sociales esto es todavía más cierto porque la
realidad social se construye… “socialmente”, por lo

que los paradigmas de las ciencias sociales son muy
endebles. 

El autoritarismo quisiera imponer una verdad “cientí-
fica” para tutelarla e imponerla en su beneficio; sin
embargo, la vida social es mucho más compleja y ter-
camente ha demostrado que querer someter a los pue-
blos a la “ciencia” como querían los “científicos” del
porfiriato genera injusticia y problemas sociales más
graves.

Por ello la democracia ha florecido, porque se entien-
de que la verdad social se construye socialmente, en la
dialéctica de la vida, de los intereses, de las conve-
niencias, de las ambiciones, de las pasiones y hasta de
las ignorancias y carencias. En este sentido, los cam-
pos de acción y decisión de la vida colectiva deben ser
amplios para que circulen las ideas y los intereses y la
construcción de paradigmas incluya las fortalezas y las
debilidades de los ciudadanos. Esta es la razón por la
que el “despotismo ilustrado”, con todo y sus “cientí-
ficos”, no atinó a desarrollar la vida social, ni a man-
tenerse en el poder, ni mucho menos a hacer justicia.

El sentido profundo de los jurados en el Juicio Oral es
construir justicia a partir del debate democrático en los
procesos penales, de darle vida en cada proceso, no
como un dictado de los “científicos” sino como el re-
sultado del proceso político que ordenó el legislador
siguiendo el mandato ciudadano y a la vez los ciuda-
danos confirmando su soberanía en las sentencias de
culpabilidad o inocencia, es una forma ampliar el su-
fragio y de votar todos los días.

Un Jurado para México

En septiembre de 2010, Hiroshi Fukurai y de Richard
Krooth dos investigadores de la Universidad de Cali-
fornia en Santa Cruz publicaron un estudio denomina-
do “El establecimiento de jurados ciudadanos como
componente clave de la reforma judicial de México:
Análisis transnacionales de la participación de jueces
legos y la búsqueda de la soberanía judicial de Méxi-
co, que trata sobre el restablecimiento de los jurados
populares en México. El estudio explora de manera
empírica las posibilidades de restablecer esta figura en
los juicios orales derivados de la reforma de 2008.

Como mencionábamos anteriormente, la historia de
los jurados populares en México se debate, por un la-
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do, entre quienes piensan que los ciudadanos que no
son peritos en derecho no son aptos para escuchar un
proceso penal y emitir un veredicto de culpabilidad o
inocencia y, por el otro, quienes creemos que los ciu-
dadanos son perfectamente capaces de emitir un vere-
dicto correcto (como lo hicieron por 60 años), que es
una institución democrática (incluso previa al sufragio
universal) que equilibra el poder de los jueces y le da
sentido al sistema acusatorio. 

En su estudio los investigadores revisaron las tenden-
cias de instauración y reinstauración de los jurados en
diversos países del mundo, sus modalidades y las acti-
tudes de la población mexicana frente al hipotético re-
greso de esta institución a los Juicios Orales en Méxi-
co.

En su texto, Fukurai y Krooth se preguntan acerca de
la independencia de los jueces, de los procesos y de las
posibilidades de los jurados:

¿Podrían estos jueces mantener su independencia

de la influencia externa de poderosas fuerzas polí-

ticas o de las organizaciones criminales? Y ¿Los ju-

rados escogidos aleatoriamente de entre la pobla-

ción podrían escapar a esas presiones y sin miedo

a represalias producir sentencias más equitati-

vas?118

Los autores ensayan una larga respuesta y empiezan
explicando cómo en algunos países del mundo se ha
recuperado la institución del jurado de ciudadanos, lo
que demuestra que no es una institución en retirada, si-
no de regreso. En efecto, países como Japón, Corea del
Sur, España, Rusia, Uzbekistán, Kajikistán, Letonia y
otras exrepúblicas soviéticas en el centro y sur de Asia,
así como Argentina, Brasil, Bolivia, Nicaragua, Pana-
má, Jamaica, Puerto Rico y más de 60 países en el
mundo119 tienen o están reintroduciendo la participa-
ción de los ciudadanos en los procesos penales. Es im-
portante mencionar que la participación de la sociedad
en el proceso penal se puede dar ya sea como jurados,
o como “escavinos”, que son ciudadanos que compar-
ten con los jueces la observación de juicio y el derecho
de voto en la sentencia.

Fukurai y Krooth enumeran algunos de los casos en
los que, derivado de la lucha antiterrorista, los jurados,
contrario a la histeria y al linchamiento generalizado
en contra de los acusados por este delito, han decreta-

do sentencias equilibradas, unas de culpabilidad y
otras de inocencia, pero hacen notar que los jurados
procesaron juicios de delitos muy graves sin ningún
problema, tanto en Rusia o Nueva Zelanda como en
Australia o Estados Unidos.

Lo más relevante del estudio es la encuesta que hicie-
ron entre estudiantes de seis países para sondear su
opinión y actitudes acerca del jurado. Del mismo mo-
do, se hicieron entrevistas con profesores, investiga-
dores y público en general con el mismo objetivo. Los
países fueron México, Japón, Nueva Zelanda, Corea
del Sur, Irlanda y Estados Unidos.

En México los resultados más interesantes fueron los
siguientes. Contra lo que se piensa de los jurados ciu-
dadanos como sentimentales y poco aptos para decidir
en juicios penales, los entrevistados respondieron en
un 76 por ciento que si sirvieran como jurados tomarí-
an decisiones justas y equitativas y el 72.8 por ciento
consideraron las tomarían solamente considerando la
evidencia y los hechos desahogados en el juicio. 

México. ¡Fue el país que más confianza mostró de en-
tre los seis! En cuanto a la participación de ciudadanos
ordinarios como jurados las opiniones se dividieron,
pero la mayoría opinó que no sería difícil para un ju-
rado llegar a un veredicto. Por otro lado, la mayoría
(52 por ciento) contestó que los jurados serían capa-
ces, en casos donde hubiera mucha cobertura mediáti-
ca, de distinguir la evidencia y los hechos desahogados
en el juicio de los prejuicios y de las opiniones de los
medios.

En cuanto al miedo a servir como jurados, sorpren-
dentemente el 60.7 por ciento de los entrevistados en
México respondió que podría emitir un veredicto jus-
to, aunque fueran delitos donde estuvieran presentas
miembros del crimen organizado.

Los autores concluyen:

Estos resultados demuestran que los entrevistados

mexicanos, tienden a tener más fe y respeto por el

jurado popular y por la capacidad de las personas

para involucrarse, discutir y llegar a veredictos

justos basados en la evidencia y los hechos121.

Curiosamente, los menos confiados fueron los japone-
ses con 27 por ciento, a pesar de ser uno de los países
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mejor educados del mundo y que recientemente ha
reintroducido la participación ciudadana en los juicios.

Del mismo modo, la mayoría de los entrevistados
(70.4 por ciento) respondió que estaría dispuesto a
servir como jurado y el 49.9 por ciento señaló que la
participación ciudadana y servir como jurados sería
una responsabilidad en sus comunidades. Los autores
resaltan que esta cifra es casi 20 por ciento más alta
que la del resto de los países.

Cuando se les preguntó sobre la importancia sociopo-
lítica de que hubiera jurados en México, el 55.5 por
ciento respondió que sería muy importante para preve-
nir futuros delitos en sus comunidades y el 67.4 por
ciento opinó que servir como jurados podría prevenir
persecuciones injustas por parte de los Ministerios Pú-
blicos o de los Jueces.

Estos resultados sugieren que la participación ciuda-

dana en los jurados en México jugaría un papel im-

portante como observatorio, tanto en las colonias co-

mo en los juzgados122.

Una de las cuestiones más importantes que destacó el
estudio es que la abrumadora mayoría de los mexica-
nos entrevistados (83.6 por ciento) señaló que para
darle credibilidad a una confesión de un inculpado ten-
dría que saber cómo fue extraída esa confesión, porque
el 53.7 por ciento sospechaba que la confesión es ob-
tenida bajo coerción.
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Siguiendo esta lógica, cuando fueron cuestionados so-
bre la confianza que tienen en las instituciones, las ins-
tituciones más confiables fueron los defensores (57.8
por ciento) y en segundo lugar los hipotéticos jurados
con 52 por ciento. La mayoría tenía muy poca con-
fianza en las policías y los Ministerios Públicos y en
los Jueces profesionales –la más baja de todos los pa-
íses encuestados–.

Tabla de Fukurai sobre confianza en instituciones

En el marco de los resultados del estudio de opinión en
los seis países, Fukurai y Krooth se preguntan si Mé-
xico está listo para tener jurados populares en los jui-
cios orales y se responde que: 

“La participación como jurados en México llevaría

a una vigilancia cívica de las actividades del go-

bierno mexicanos incluyendo el poder judi-

cial”123.

Esta opinión se explica con base en la percepción de
que muchos Jueces son parciales a favor del gobierno
y de las élites empresariales y en un reporte de las Na-
ciones Unidas124, que señala que entre el 50 y 70 por
ciento de la Judicatura federal es corrupta y en el he-
cho de que el 83.15 por ciento de los jueces federales
y magistrados provienen de escuelas de derecho de se-
gundo nivel125.

Otra de las preocupaciones de los autores para la rein-
troducción de los jurados populares en México está re-
lacionada con la manera en la que operarían y la me-
todología que utilizarían para emitir sus veredictos. 

En este sentido, proponen que, a diferencia de Estados
Unidos, donde los jurados no tienen que explicar las ra-
zones de sus decisiones de culpabilidad o inocencia, los
jurados mexicanos podrían adoptar la metodología de
los jurados rusos o españoles, donde el Juez establece
un cuestionario relacionado con la evidencia y con los
hechos desahogados en la audiencia, para que los jura-
dos lo contesten y con base en esto puedan decidir, ha-
ciendo más consistentes y justificados sus veredictos.

Otra cuestión importante está relacionada con la segu-
ridad de Jueces y jurados que implicaría el anonimato
de los jurados en casos donde su seguridad pueda es-
tar en peligro, y la protección a los Jueces por parte de
la policía.

Finalmente, los autores reportan las entrevistas que tu-
vieron con diversos académicos y público en general
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de manera aleatoria sobre la posible reinstauración del
jurado que remitió al viejo debate entre quienes consi-
deran al pueblo lego, incapaz de involucrarse en los
procesos penales mucho más que como un simple es-
pectador, y los que piensan que es posible hacerlo y
necesario para controlar la corrupción en el Poder Ju-
dicial. Curiosamente, muchos de los entrevistados se-
ñalaron que en el caso de estar sometidos a un proce-
so penal preferirían ser juzgados por un jurado en
lugar de un juez.

Cuántos Juicios con Jurado

Otra de las preocupaciones de la reinstauración de los
juicios por jurado en México se refiere al impacto lo-
gístico y financiero que podría tener en la impartición
de justicia, al respecto es importante señalar que en
otros países apenas entre el 3 y el 5 por ciento de los
procesos llegan a juicio con jurado115 porque muchos
asuntos se resuelven por salidas alternas o por proce-
sos abreviados, sin embargo la garantía del juicio por
jurados (o la amenaza) inhibe o incentiva –como se
quiera– a que las partes y los jueces se conduzcan con
respeto a las garantías de este proceso, porque a pesar
de las salidas alternas o del proceso abreviado, siem-
pre existe la posibilidad y el derecho de cualquiera de
las partes de exigirlo el juicio por jurados que siempre
estará ahí por si se necesita, esa es su mayor garantía.

La reintroducción de los juicios por jurado se plantea
de la siguiente manera:

Primero a través de una adición al artículo 14 consti-
tucional donde se establece el derecho a que los juicios
civiles y penales sean un derecho de cualquier ciuda-
dano.

En materia civil, cualquiera de la parte podrá exigir un
jurado, aunque es al revés de la materia penal; en ma-
teria civil la normal es un juicio sin jurados, pero el
cualquiera de las partes podrá solicitarlo sin que se le
pueda negar, mientras que en materia penal la regla ge-
neral es un juicio por jurados pero la persona acusada
puede renunciar a ese derecho a cambio de un meca-
nismo alternativo o de un proceso abreviado como se
establece en el artículo 20 constitucional.

Para ello se hace una adición al artículo 14 constitu-
cional de la siguiente manera:

Artículo 14. A ninguna ley se dará efecto retroacti-

vo en perjuicio de persona alguna. 

Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus pro-

piedades, posesiones o derechos, sino mediante jui-

cio seguido ante los tribunales previamente esta-

blecidos, en el que se cumplan las formalidades

esenciales del procedimiento y conforme a las Le-

yes expedidas con anterioridad al hecho. 

En todos los juicios las personas tendrán derecho

a un jurado imparcial de ciudadanos el cual de-

terminará exclusivamente el veredicto basado en

los hechos y pruebas desahogados en la audiencia

del juicio. La sentencia deberá ser siempre con-

gruente con el veredicto del jurado.

En materia civil el juicio por jurado se efectuará a

solicitud de cualquiera de las partes. Ningún jura-

do podrá conformarse por menos de seis personas

ni mas de doce.

En los juicios del orden criminal queda prohibido

imponer, por simple analogía, y aún por mayoría

de razón, pena alguna que no esté decretada por

una ley exactamente aplicable al delito de que se

trata. 

En los juicios del orden civil, la sentencia definiti-

va deberá ser conforme a la letra o a la interpreta-

ción jurídica de la ley, y a falta de ésta se fundará

en los principios generales del derecho.

En cuanto a la materia exclusivamente penal, se refor-
man las fracciones II, III, VII y VIII del Apartado A y
la fracción V del Apartado B del artículo 20 constitu-
cional.

En esta reforma se establece que las audiencias del jui-
cio deben llevarse a cabo en presencia del jurado obli-
gatoriamente, de tal manera que puedan evaluar las
pruebas desahogadas y así determinar su veredicto pa-
ra que posteriormente el juez dicte la sentencia deriva-
da del propio veredicto.

También se establece que los acusados podrán renun-
ciar a su derecho al juicio por jurados cuando conoz-
can las consecuencias de ese hecho y reconozcan su
grado de participación en el hecho.
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La manera en la que se implementará el juicio por ju-
rados se desagrega en la iniciativa de reforma al Códi-
go Nacional de Procedimientos Penales que acompaña
la presente iniciativa de reforma constitucional.

El artículo 20 quedaría de la siguiente manera:

Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral.
Se regirá por los principios de publicidad, contra-
dicción, concentración, continuidad e inmediación. 

A. De los principios generales: 

I. (…) 

II. Toda audiencia se desarrollará en presencia del
juez y en su caso del jurado sin que puedan dele-
garse en ninguna otra persona o cuerpo colegiado el
desahogo y la valoración de las pruebas, la cual de-
berá realizarse de manera libre y lógica;

III. Para los efectos del veredicto y posteriormente
la sentencia sólo se considerarán como prueba aque-
llas que hayan sido desahogadas en la audiencia de
juicio. La ley establecerá las excepciones y los re-
quisitos para admitir en juicio la prueba anticipada,
que por su naturaleza requiera desahogo previo; 

La sentencia en ningún caso podrá contradecir
lo establecido en el veredicto del jurado.

IV. a VI. (…)

VII. Una vez iniciado el proceso penal, siempre y
cuando el acusado renuncie en audiencia ante el
juez a su derecho al juicio por jurados y previa
advertencia del juez de las implicaciones que es-
ta renuncia implica, se podrá decretar su termina-
ción anticipada en los supuestos y bajo las modali-
dades que determine la ley. Si el imputado reconoce
ante la autoridad judicial, voluntariamente y con co-
nocimiento de las consecuencias, su participación
en el delito y existen medios de convicción sufi-
cientes para corroborar la imputación, el juez citará
a audiencia de sentencia. La ley establecerá los be-
neficios que se podrán otorgar al inculpado cuando
acepte su responsabilidad; 

VIII. El juez o el jurado sólo condenarán cuando
exista convicción de la culpabilidad del procesado;

IX. a X. (…) 

B. De los derechos de toda persona imputada: 

I. a IV. (…) 

V. Será juzgado en audiencia pública por un juez o
jurado. La publicidad sólo podrá restringirse en los
casos de excepción que determine la ley, por razo-
nes de seguridad nacional, seguridad pública, pro-
tección de las víctimas, testigos y menores, cuando
se ponga en riesgo la revelación de datos legalmen-
te protegidos, o cuando el tribunal estime que exis-
ten razones fundadas para justificarlo. En delin-
cuencia organizada, las actuaciones realizadas en la
fase de investigación podrán tener valor probatorio,
cuando no puedan ser reproducidas en juicio o exis-
ta riesgo para testigos o víctimas. Lo anterior sin
perjuicio del derecho del inculpado de objetarlas o
impugnarlas y aportar pruebas en contra; 

VI. a IX. (…) 

C. De los derechos de la víctima o del ofendido:
(…)

Comparando el texto actual con el propuesto se vería
de la siguiente manera:
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Por lo anteriormente expuesto, someto a la considera-
ción de este Constituyente Permanente la siguiente ini-
ciativa con proyecto de

Decreto que adiciona dos párrafos al artículo 14 y
reforma las fracciones II, III, IV y VII del Aparta-
do A y la fracción V del Apartado B del artículo 20
de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; constitucional en materia de jurados
populares 

Único. Se adicionan dos párrafos al artículo 14 y se re-
forma artículo 20, apartado A, 

fracciones II, III, IV, y VII, apartado B, fracción V, to-
dos ellos de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 14. A ninguna ley se dará efecto retroactivo
en perjuicio de persona alguna. 

Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propie-
dades, posesiones o derechos, sino mediante juicio se-
guido ante los tribunales previamente establecidos, en
el que se cumplan las formalidades esenciales del pro-
cedimiento y conforme a las Leyes expedidas con an-
terioridad al hecho. 

En todos los juicios las personas tendrán derecho a

un jurado imparcial de ciudadanos el cual determi-

nará exclusivamente el veredicto basado en los he-

chos y pruebas desahogados en la audiencia del jui-

cio. La sentencia deberá ser siempre congruente con

el veredicto del jurado.
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En materia civil el juicio por jurado se efectuará a

solicitud de cualquiera de las partes. Ningún jurado

podrá conformarse por menos de seis personas ni

más de doce.

En los juicios del orden criminal queda prohibido im-
poner, por simple analogía, y aún por mayoría de ra-
zón, pena alguna que no esté decretada por una ley
exactamente aplicable al delito de que se trata.

En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva
deberá ser conforme a la letra o a la interpretación ju-
rídica de la ley, y a falta de ésta se fundará en los prin-
cipios generales del derecho.

Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral.
Se regirá por los principios de publicidad, contradic-
ción, concentración, continuidad e inmediación. 

A. De los principios generales: 

I. (…) 

II. Toda audiencia se desarrollará en presencia del

juez y en su caso del jurado sin que puedan dele-

garse en ninguna otra persona o cuerpo colegiado

el desahogo y la valoración de las pruebas, la cual

deberá realizarse de manera libre y lógica;

III. (…) Para los efectos de veredicto y la senten-
cia sólo se considerarán como prueba aquellas que
hayan sido desahogadas en la audiencia de juicio.
La ley establecerá las excepciones y los requisitos
para admitir en juicio la prueba anticipada, que por
su naturaleza requiera desahogo previo; 

IV. Todos los juicios se llevarán a cabo ante un ju-

rado imparcial de ciudadanos residentes en el es-

tado donde se cometió el delito el cual decidirá so-

bre la inocencia o culpabilidad del acusado con

base en las pruebas desahogadas en la audiencia;

V. a VI. (…) 

VII. Una vez iniciado el proceso penal, siempre y
cuando el acusado renuncie al juicio por jura-
dos, se podrá decretar su terminación anticipada en
los supuestos y bajo las modalidades que determine
la ley. Si el imputado reconoce ante la autoridad ju-
dicial, voluntariamente y con conocimiento de las

consecuencias, su participación en el delito y exis-
ten medios de convicción suficientes para corrobo-
rar la imputación, el juez citará a audiencia de sen-
tencia. La ley establecerá los beneficios que se
podrán otorgar al inculpado cuando acepte su res-
ponsabilidad; 

VIII. a X. (…) 

B. De los derechos de toda persona imputada: 

I. a IV. (…) 

V. Será juzgado en audiencia pública por un juez o
jurado de vecinos del lugar donde se cometió el
delito. La publicidad sólo podrá restringirse en los
casos de excepción que determine la ley, por razo-
nes de seguridad nacional, seguridad pública, pro-
tección de las víctimas, testigos y menores, cuando
se ponga en riesgo la revelación de datos legalmen-
te protegidos, o cuando el tribunal estime que exis-
ten razones fundadas para justificarlo. En delin-
cuencia organizada, las actuaciones realizadas en la
fase de investigación podrán tener valor probatorio,
cuando no puedan ser reproducidas en juicio o exis-
ta riesgo para testigos o víctimas. Lo anterior sin
perjuicio del derecho del inculpado de objetarlas o
impugnarlas y aportar pruebas en contra; 

(…) 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo.- El Congreso de la Unión expedirá en un
plazo no mayor a 90 días las reformas al Código Na-
cional de Procedimientos Penales para incluir el juicio
por jurados.

Tercero.- Los juicios por jurado deberán llevarse a
cabo a partir del 1 de enero de 2026 y su imple-
mentación se hará de la siguiente manera:

1.- A partir de la publicación del presente decreto
los poderes judiciales federal y de las entidades fe-
derativas deberán crear el Servicio de Administra-
ción de Jurados, que serán las unidades encargadas
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de administrar el padrón de ciudadanos, citarlos pa-
ra las audiencias de designación, asegurar su pre-
sencia tanto en las audiencias de designación de ju-
rados como en el juicio y atender al jurado durante
las audiencias.

En este periodo deberán firmar e implementar los
convenios con el Instituto Nacional Electoral para
desarrollar un padrón de jurados en cada uno de los
distritos o circuitos judiciales en que habiten los
ciudadanos.

2.- Durante el periodo de transición, los poderes ju-
diciales federal y de las entidades federativas lleva-
rán a cabo una campaña de información y activida-
des de capacitación para los ciudadanos, así como
convocatorias para que asistan a juicios orales y se
familiaricen con el proceso.

3.- los poderes judiciales federal y de las entidades
federativas a través de sus institutos de formación
deberán ofrecer capacitación a los jueces de prime-
ra instancia, en la forma de presidir las audiencias
con jurado. 

De manera paralela deberán aprobar un sistema ofi-
cial de capacitación para ministerios públicos, de-
fensores, policías y peritos con el fin de todos los
actores procesales se familiaricen con la práctica de
juicios por jurado.

4.- El Congreso de la Unión asignará una partida
extraordinaria del presupuesto para hacer las ade-
cuaciones necesarias en las salas de audiencias, pa-
ra que se lleven a cabo las capacitaciones y campa-
ñas mencionadas en el apartado anterior y para la
formación del Servicio de Administración de Jura-
dos.

Dado en el salón de sesiones del honorable 
Congreso de la Unión, a 2 de octbre de 2024. 

Diputada Laura Iraís Ballesteros Mancilla (rúbrica)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GE-
NERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL

AMBIENTE, A CARGO DEL DIPUTADO RAÚL LOZANO CA-
BALLERO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO

CIUDADANO

El suscrito, diputado Raúl Lozano Caballero, integran-
te del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
en la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados,
con fundamento en lo establecido en los artículos 71,
fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6,
numeral I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión, somete a consi-
deración de esta honorable asamblea la iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman los artícu-
los 7, 111, 111 Bis y 112 de la Ley General de Equili-
brio Ecológico y Protección al Ambiente, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

En nuestro país, el derecho al medio ambiente se ins-
tituyó en el texto del artículo 4 constitucional en 1999,
estableciendo que: “Toda persona tiene derecho a un
medio ambiente adecuado para su desarrollo y bienes-
tar”1 a través de la publicación en el Diario Oficial de
la Federación el 28 de junio de 1999, tiempo después
en la publicación en el Diario Oficial de la Federación
del 8 de febrero de 2012 se publicó el decreto por el
que se declara reformado el párrafo quinto y se adi-
ciona un párrafo sexto recorriéndose en su orden los
subsecuentes, al artículo 4o. de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, el cual establece
que: “Toda persona tiene derecho a un medio ambien-
te sano para su desarrollo y bienestar. El Estado ga-
rantizará el respeto a este derecho. El daño y deterioro
ambiental generará responsabilidad para quien lo pro-
voque en términos de lo dispuesto por la ley.”

Por su parte los tribunales federales en México han re-
conocido que el derecho a un ambiente sano debe de
ser protegido por todas las autoridades, como se refie-
re en la tesis siguiente: 

Registro digital: 2026110
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
Undécima Época
Materias(s): Constitucional
Tesis: I.3o.C.5 CS (11a.)
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Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Fede-
ración. Libro 23, marzo de 2023, Tomo IV, página
3850
Tipo: Aislada

Derecho a un medio ambiente sano. Es un dere-
cho transversal que debe ser protegido por todas
las autoridades en las distintas materias, inclui-
da la civil.

Hechos: Dentro de una controversia de arrenda-
miento inmobiliario en la que se demandó el pago
de pensiones rentísticas, la parte actora –arrendado-
ra– solicitó entre sus prestaciones, el pago del adeu-
do por uso del servicio de energía eléctrica; se dic-
tó sentencia a su favor y contra dicho fallo el
demandado interpuso recurso de apelación, decla-
rándose infundado y firme aquélla, dicha resolución
es la que constituye el acto reclamado en el amparo
directo, en el cual, previamente al estudio del fondo
del asunto, se consideró que se debe priorizar un
uso adecuado de la energía eléctrica, tomando en
cuenta que existe una corresponsabilidad por parte
de quien se beneficia directamente de ese bien.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Cir-
cuito determina que el derecho a un medio ambien-
te sano es un derecho transversal que debe ser pro-
tegido por todas las autoridades en las distintas
materias, incluida la civil.

Justificación: Lo anterior, porque el derecho a un
medio ambiente sano tiene implicaciones transver-
sales con prácticamente todos los derechos consa-
grados en la Constitución General y en los tratados
internacionales, como los relativos a la salud, ali-
mentación, trabajo, cultura, vida y otros, pues es
más que notorio que si no existe un entorno dentro
del que se pueda desarrollar la vida humana, ningu-
no de éstos puede garantizarse o siquiera lograrse.
En ese tenor, los derechos humanos mencionados se
deben siempre encontrar en armonía con el derecho
a un medio ambiente sano. Lo anterior también im-
plica que todas las autoridades en el ejercicio de sus
atribuciones tengan presente estos principios; por
ello, las personas juzgadoras tienen la obligación, a
través de sus fallos, de actuar siempre en favor de la
naturaleza, aplicando estos principios y buscando,
en la medida de lo posible, la mitigación de la crisis
climática y el cuidado del medio ambiente. Así, es

imperante que al juzgar, sin importar la rama del de-
recho en que se actúe (laboral, administrativa, penal
o civil) el juzgador, al tener presente estos princi-
pios ambientales, encuentre siempre una armonía
en su aplicación, entendiéndola como la defensa de
un derecho transversal que tiene implicaciones con
las demás prerrogativas constitucionales y conven-
cionales.

Asimismo, este derecho ha sido reconocido a nivel in-
ternacional, ya que el 28 Julio 2022, la Asamblea Ge-
neral de las Naciones Unidas adoptó una resolución
que reconoce el acceso a un medio ambiente limpio,
sano y sostenible como un derecho humano universal,2

la resolución aprobada expresa que el cambio climáti-
co y la degradación ambiental hacía parte de las ame-
nazas más urgentes para el futuro de los seres huma-
nos. Se solicitó a los Estados Miembros que redoblen
sus esfuerzos para garantizar que todas las personas
del planeta cuenten con acceso a un “medio ambiente
limpio, saludable y sostenible”.

Además de esto el pasado 14 de noviembre de 2022 en
la reunión de la COP 27 en Egipto, nuestro país anun-
cio nuevos compromisos que incluyen una meta in-
condicional de reducir las emisiones en un 35 por
ciento desde los niveles habituales hacia el año 2030,
así como su intención de desplegar más de 30 gigava-
tios adicionales de capacidad eólica, solar, geotérmica
e hidroeléctrica combinada para el año 2030, alcan-
zando así una producción de más de 40 gigavatios de
energía eólica y solar combinadas.3

Derivado de lo anterior, es necesario mejorar la coor-
dinación existente entre los niveles de Gobierno para
alcanzar los objetivos trazados y proteger la salud de
todas y todos, como lo indica también nuestra carta
magna en el artículo 4, pues es bien sabido que la con-
taminación atmosférica es sumamente dañina para la
salud como lo indica la Organización Mundial de la
Salud (OMS) la cual expresa lo siguiente:

La contaminación por partículas finas del aire ambien-
te o exterior, en las zonas tanto urbanas como rurales,
provoca accidentes cerebrovasculares, cardiopatías,
cáncer de pulmón y enfermedades respiratorias agudas
y crónicas.4

Y este problema ha ido en aumento exponencial en las
principales metrópolis del país, por el cambio climáti-
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co, ejemplo de lo anterior es que hasta el mes de ma-
yo del presente año se habían establecido 10 contin-
gencias ambientales, una de ellas regional y la mayo-
ría por ozono, en lo que va del 2024, la Ciudad de
México se han registrado 24 días con contingencia
ambiental y 14 días con restricciones a la circulación
vehicular, debido a la aplicación del Programa Hoy No
Circula.5

No omito mencionar que es responsabilidad de nos-
otros como legisladores federales como lo establece el
numeral 73 fracción XXIX-G de nuestro máximo or-
denamiento legal, expedir las leyes necesarias para
atender esta problemática la cual dice lo siguiente:

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

XXIX-G. Para expedir leyes que establezcan la
concurrencia del gobierno federal, de los gobiernos
de las entidades federativas, de los municipios y, en
su caso, de las demarcaciones territoriales de la
Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas
competencias, en materia de protección al ambien-
te y de preservación y restauración del equilibrio
ecológico.

Sin embargo, la Ley General de Equilibrio Ecológico
y Protección al Ambiente actualmente parece limitar la
participación de las autoridades estatales y de la Ciu-
dad de México a que puedan intervenir, cuando es más
que evidente que todos los entes gubernamentales pue-
den y deben tener injerencia en solucionar y proteger
el medio ambiente, buscando que cualquier autoridad
que tenga una pronta respuesta sea la que aplique me-
didas cuando exista un deterioro en el medio ambien-
te y este perjudique a la población, por lo que es im-
portante actualizarla y mejorarla en beneficio de
nuestros representados, para poder prevenir y actuar
de mejor manera y así, reducir los impactos que se ge-
neran por la contaminación atmosférica 

Al brindar mayores atribuciones a las entidades fede-
rativas y a la Ciudad de México, estas podrán dar un
mejor cumplimiento a nuestra ley suprema y ayudar a
cumplir con los tratados internacionales de los que
nuestro país forma parte, pero principalmente tendrán
una mejor capacidad de respuesta para los habitantes
de las zonas metropolitanas de todo el territorio nacio-
nal quienes son los que se enfrentan de manera más
constante con los problemas de contaminación atmos-

férica por la cantidad de industrias y vehículos que cir-
culan en su día a día.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a
la consideración de esta Honorable Asamblea la si-
guiente: 

Propuesta

Derivado de lo anterior, se somete a consideración la
siguiente iniciativa con proyecto de
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Decreto

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forman los artículos 7, 111, 111 bis y 112, de la Ley
General de Equilibrio Ecológico y Protección al
Ambiente

Único. - Se reforman los artículos 7, 111, 111 Bis y
112, de la Ley General de Equilibrio Ecológico y Pro-
tección al Ambiente, para quedar como sigue:

Artículo 7. Corresponden a los Estados, de conformi-
dad con lo dispuesto en esta Ley y las leyes locales en
la materia, las siguientes facultades:

I. al II…

III. La prevención y control de la contaminación at-
mosférica generada por fuentes fijas que funcionen
como establecimientos industriales, así como por
fuentes móviles. que conforme a lo establecido en
esta Ley no sean de competencia Federal;

IV. al XXII…

Artículo 111. Para controlar, reducir o evitar la conta-
minación de la atmósfera, la Secretaría en coordina-
ción con las entidades federativas y la Ciudad de
México tendrán las siguientes facultades:

I. al XVI…

Artículo 111 Bis. Para la operación y funcionamiento
de las fuentes fijas de jurisdicción federal que emitan
o puedan emitir olores, gases o partículas sólidas o lí-
quidas a la atmósfera, se requerirá autorización de la
Secretaría previa opinión de factibilidad del gobier-
no de la entidad federativa de que se trate.

Para los efectos a que se refiere esta ley, se consideran
fuentes fijas de jurisdicción federal, de las entidades
federativas y de la Ciudad de México, las industrias
químicas, del petróleo y petroquímica, de pinturas y
tintas, automotriz, de celulosa y papel, metalúrgica,
del vidrio, de generación de energía eléctrica, del as-
besto, cementera y calera y de tratamiento de residuos
peligrosos.

…

Artículo 112. En materia de prevención y control de la
contaminación atmosférica, los gobiernos de las enti-
dades federativas, los municipios y las demarcaciones
territoriales de la Ciudad de México, de conformidad
con la distribución de atribuciones establecida en los
artículos 7o., 8o. y 9o. de esta Ley, así como con la le-
gislación local en la materia:

I.- Controlarán la contaminación del aire en los
bienes y zonas de jurisdicción local, así como en
fuentes fijas que funcionen como establecimientos
industriales, comerciales y de servicios. siempre
que no estén comprendidos en el artículo 111 BIS
de esta Ley;

II. al XII…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Segundo. Quedan derogadas todas las disposiciones
que contravengan lo dispuesto en el presente Decreto.

Tercero. Se otorga el término de 180 días a fin de que
se hagan los ajustes a las disposiciones normativas re-
glamentarias y de las entidades federativas, a fin de
ajustarlas a esta ley. 

Notas

1 El derecho a disfrutar de un medio ambiente sano se relaciona

con la responsabilidad de proteger nuestros recursos naturales, dis-

ponible en: https://www.gob.mx/inafed/articulos/el-derecho-a-dis-

frutar-de-un-medio-ambiente-sano-se-relaciona-con-la-responsa-

bilidad-de-proteger-nuestros-recursos-naturales

2 Decisión histórica: la ONU declara que el medio ambiente salu-

dable es un derecho humano, disponible en:

https://www.unep.org/es/noticias-y-reportajes/reportajes/decision-

historica-la-onu-declara-que-el-medio-ambiente-saludable

3 México anuncia nuevos compromisos contra el cambio climáti-

co en el marco de la COP27, disponible en: 

https://www.gob.mx/sre/prensa/mexico-anuncia-compromisos-

contra-el-cambio-climatico-en-el-marco-de-la-cop27?idiom=es
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4 Cómo la contaminación del aire está destruyendo nuestra salud,

disponible en: https://www.who.int/es/news-room/spotlight/how-

air-pollution-is-destroying-our-health

5 CDMX padece cerca de 30 días con contingencias ambientales

en lo que va de 2024, disponible en:

https://www.excelsior.com.mx/comunidad/cdmx-padece-cerca-

30-dias-contingencias-ambientales-lo-que-va-de-2024/1653760

México, Ciudad de México, 
a 2 de octubre de 2024.

Diputado Raúl Lozano Caballero (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 132, 133 Y

423 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, A CARGO DE LA

DIPUTADA AMANCAY GONZÁLEZ FRANCO, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

Quien suscribe, diputada federal Amancay González
Franco, perteneciente a la LXVI Legislatura de la ho-
norable Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, en uso de las atribuciones plasmadas en el artí-
culo 71 fracción II de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, correlacionado con los di-
versos artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta soberanía iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman y adicionan disposicio-
nes de la Ley Federal del Trabajo, con base en la si-
guiente

Exposición de Motivos

I. Planteamiento del problema

El sedentarismo se ha identificado como un factor de
riesgo independiente para diversas enfermedades cró-
nicas. La Organización Mundial de la Salud ha adver-
tido que la inactividad física es la cuarta causa princi-
pal de muerte a nivel mundial.1 En el contexto

nacional, la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición
(ENSANUT) más reciente revela que una gran parte
de la población adulta en México realiza menos de 150
minutos de actividad física moderada a la semana,2 lo
que subraya la urgencia de intervenciones directas y
efectivas en este ámbito.

Esta situación es aún más grave cuando se compara
con países que han implementado políticas públicas y
legislaciones efectivas para promover la actividad físi-
ca. Por ejemplo, en Canadá, gracias a una serie de pro-
gramas nacionales que incentivan el ejercicio diario, la
tasa de actividad física en adultos ha aumentado.3

El incremento del sedentarismo asociado a estilos de
vida modernos, caracterizados por largas horas de tra-
bajo frente a dispositivos electrónicos y poco tiempo
dedicado a la actividad física, exige una respuesta po-
lítica y coherente basada en evidencia.

El sedentarismo ha sido identificado por la Organiza-
ción Mundial de la Salud (OMS) como uno de los ma-
yores desafíos de salud del siglo XXI,4 especialmente
en países con economías emergentes o desarrolladas
donde los estilos de vida han cambiado debido a la
tecnología y la urbanización.

Según la OMS, aproximadamente 3.2 millones de
muertes al año pueden atribuirse a la falta de actividad
física.5 El sedentarismo no solo incrementa el riesgo
de numerosas enfermedades no transmisibles, sino que
también tiene un impacto significativo en la salud
mental y el bienestar general de las personas.6

El impacto económico de esta problemática es igual-
mente alarmante. En México, el costo asociado al ma-
nejo de enfermedades crónicas que pueden atribuirse
directamente al sedentarismo se estima en millones de
pesos anuales, sumando cargas definitivas al sistema
de salud y reduciendo la productividad económica del
país.7

Los costos asociados al sedentarismo son extensos, in-
vestigaciones indican que el sedentarismo cuesta a la
economía global aproximadamente 67.5 billones de
dólares, estos costos son una combinación de gastos
médicos directos y sobre la pérdida de productividad,8

lo que subraya la necesidad de medidas efectivas que
puedan reducir estas cifras mediante la promoción de
la salud.
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Los cambios en los modelos de trabajo, especialmente
con el incremento de empleos que requieren largas ho-
ras frente a computadoras en ambientes de oficina, han
aumentado este problema. La pandemia de Covid-19 y
el subsiguiente aumento en el trabajo a distancia ha in-
tensificado aún más los hábitos sedentarios entre la
población laboral.9

A medida que más personas pasan prolongados perío-
dos de tiempo sin actividad física significativa, se ha-
ce evidente la necesidad de medidas integradas en el
lugar de trabajo que no solo promueven un estilo de
vida más activo, sino que también se adapten a los en-
tornos laborales contemporáneos.

II. Ley Silla

En las últimas décadas, el impacto de las condiciones
laborales en la salud física de los trabajadores ha sido
un tema de creciente interés y estudio. 

La permanencia prolongada en una misma posición ya
sea de pie o sentado, ha sido asociada con múltiples
problemas de salud. 

Estudios realizados en México y otras partes del mun-
do han documentado que una postura estática mante-
nida durante largos períodos puede provocar serios
problemas circulatorios, como várices, además de do-
lores de espalda y fatiga muscular.10 La comprensión
de estos problemas ha dado lugar a la introducción de
principios ergonómicos en el entorno laboral, siendo la
Ley de la Silla una pionera en este campo.

Esta legislación impulsada por la Bancada Naranja en
el Senado de la República es una de las primeras en re-
conocer la necesidad de adaptar el entorno de trabajo
para preservar la salud de los empleados, enfatizando
la importancia de una ergonomía adecuada.

En este sentido, la Ley de la Silla es un antecedente le-
gislativo clave para el desarrollo de normativas más
modernas en materia de seguridad y salud en el traba-
jo, tanto en México como en otros países. 

III. Comparación internacional

Las pausas activas en el lugar de trabajo y en institu-
ciones educativas han sido implementadas con éxito
en varios países alrededor del mundo, donde han con-

tribuido no solo a mejorar la salud de los individuos,
sino también a incrementar la productividad y mejorar
el ambiente laboral y educativo.

La implementación de pausas activas en el ámbito la-
boral se ha convertido en una estrategia clave para me-
jorar la eficiencia y la motivación de los empleados. 

Al permitir descansos regulares, las empresas pueden
reducir el agotamiento y fomentar un entorno de tra-
bajo saludable.

En muchos países se ha tomado muy en cuenta las
pausas activas laborales como un mecanismo para me-
jorar el desempeño laboral y los trabajadores se sien-
tan más satisfechos y que pueden canalizar todo su po-
tencial hacia actividades productivas, reduciendo
enfermedades profesionales y con esto el ausentismo
laboral que es perjudicial para cualquier organización.

La denominada pausa activa laboral tiene su origen en
Polonia en el año 1925, su primera designación fue
gimnasia de pausa y era destinada a los operarios de
fábricas. Posteriormente, surgió en Holanda y Rusia, y
a comienzos de los años 60 se trasladó a Bulgaria, Ale-
mania, Suecia y Bélgica.

En Japón se implementó el programa “Rajio Taiso”,11

que es una rutina de ejercicios transmitida por radio
que se lleva a cabo diariamente en muchas empresas y
escuelas, es un excelente ejemplo de cómo las pausas
activas pueden ser culturalmente incorporadas y am-
pliamente aceptadas.

Estudios han demostrado que los participantes de este
programa reportan mejoras significativas en su condi-
ción física, además de una reducción en los niveles de
estrés y una mayor cohesión de grupo. 

Estos ejercicios, que comenzaron en 1928, son un
componente integral de la vida diaria de muchos japo-
neses, lo que subraya la importancia de la integración
cultural en la implementación de programas en benefi-
cio de la cultura física. 

IV. Organización Mundial de la Salud

La Organización Mundial de la Salud (OMS) ha enfa-
tizado en diversas ocasiones la importancia de comba-
tir el sedentarismo, uno de los principales factores de
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riesgo de enfermedades crónicas no transmisibles
(ECNT), como la diabetes, enfermedades cardiovascu-
lares y ciertos tipos de cáncer. Según la OMS, el se-
dentarismo, junto con la mala alimentación, contribu-
ye significativamente al aumento de la obesidad y al
deterioro de la salud general de las poblaciones.12

Ante esta problemática, la OMS recomienda que los
adultos realicen al menos 150 a 300 minutos de activi-
dad física moderada o entre 75 a 150 minutos de acti-
vidad física vigorosa cada semana para mantener una
buena salud física y mental, esto se traduce en aproxi-
madamente 30-35 minutos diarios de actividad física
moderada, que pueden ser distribuidos a lo largo del
día en actividades más cortas, como las pausas activas
en el trabajo.13

La organización ha subrayado la necesidad de imple-
mentar medidas que promuevan estilos de vida más
activos en todos los ámbitos, incluyendo el laboral.

En este contexto, las pausas activas surgen como una
estrategia efectiva y de bajo costo para combatir el se-
dentarismo, especialmente en entornos donde las per-
sonas pasan largas horas en posturas estáticas, como
en oficinas o trabajos frente a la computadora.

La OMS recomienda la implementación de estas pau-
sas, que consisten en breves períodos de actividad físi-
ca de baja o moderada intensidad, que se intercalan a
lo largo de la jornada laboral para reducir el tiempo de
inactividad.14

Diversos estudios respaldados por la OMS señalan que
incorporar pausas activas durante el día no solo mejo-
ra la salud física de los trabajadores, sino que también
promueve beneficios psicológicos.15 Entre los efectos
positivos, se incluyen la reducción del estrés, la mejo-
ra del estado de ánimo y el aumento de la productivi-
dad laboral. 

Al interrumpir períodos prolongados de inactividad
con movimientos sencillos, se favorece la circulación
sanguínea, se reducen las tensiones musculares y se
previene el desarrollo de trastornos musculoesqueléti-
cos.

Además, la OMS destaca que las pausas activas con-
tribuyen a la creación de entornos laborales más salu-
dables y colaborativos, en los cuales los trabajadores

pueden adoptar hábitos positivos que mejoren su bien-
estar general. 

Estas pausas no requieren grandes inversiones ni re-
cursos especializados, por lo que pueden implementar-
se de manera sencilla en cualquier tipo de organiza-
ción, independientemente de su tamaño o sector.

La promoción de pausas activas constituye una inter-
vención clave dentro de las recomendaciones de la
OMS para reducir el sedentarismo en la población,
mejorando la calidad de vida y disminuyendo los ries-
gos asociados a las enfermedades crónicas.

V. Jornada laboral: Horas sentadas y pérdidas 

En México, las jornadas laborales se encuentran entre
las más largas del mundo. Según datos de la Organi-
zación para la Cooperación y el Desarrollo Económi-
co (OCDE), México es uno de los países con más ho-
ras trabajadas al año, con un promedio de 2,137 horas
en 2019.16

Esta situación ha generado un escenario en el que mu-
chos trabajadores pasan largas horas en sus puestos, en
su mayoría frente a una computadora o realizando ta-
reas que requieren permanecer sentados por largos pe-
riodos.

Un estudio de la Secretaría de Salud de México reve-
ló que más del 40% de los empleados mexicanos re-
portan no realizar ningún tipo de actividad física du-
rante su jornada laboral. 

Esto se debe principalmente a la falta de tiempo para
realizar pausas activas y al exceso de carga de trabajo.
Además, el transporte hacia el trabajo, que muchas ve-
ces implica trayectos largos en vehículos motorizados,
también contribuye a un estilo de vida sedentario.

Este sedentarismo laboral está directamente vinculado
con problemas de salud pública, asimismo, las enfer-
medades relacionadas con la inactividad física repre-
sentan una carga importante para el sistema de salud
en México.

Internacional

A nivel internacional, el problema del sedentarismo la-
boral es también relevante, aunque existen diferencias
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importantes en la forma en que otros países enfrentan
esta situación. En naciones como Suecia, la cultura la-
boral y las políticas de salud pública han establecido
medidas que promueven un entorno de trabajo más ac-
tivo. 

Por ejemplo, en Suecia, cuando se contrata a una per-
sona tiene que tener sus pausas, descansos y tiempos
libres obligatorios durante la jornada laboral, esto es
un principio bien establecido, con la implementación
de pausas activas y la promoción del ejercicio físico
durante el horario laboral.17

El contraste entre México y otros países muestra que
la cultura laboral y las políticas públicas tienen un im-
pacto significativo en los niveles de actividad física
durante la jornada laboral. 

Mientras que en México el sedentarismo se ha incre-
mentado debido a las largas jornadas y la falta de po-
líticas que promuevan la actividad física en el trabajo,
en países como Suecia, los esfuerzos por integrar pau-
sas activas y opciones ergonómicas han dado mejores
resultados en la promoción de la salud de los trabaja-
dores.

VI. Más productividad con pausas activas

Como hemos venido adelantando las pausas activas en
las jornadas laborales han demostrado ser una herra-
mienta efectiva para mejorar la productividad de los
trabajadores, especialmente en el contexto mexicano,
donde el estrés y las largas horas de trabajo pueden te-
ner efectos negativos en el rendimiento. 

En México, la cultura laboral a menudo está asociada
con largas jornadas y pocas interrupciones, lo que lle-
va a una acumulación de fatiga física y mental de los
empleados. Las pausas activas, que son breves inte-
rrupciones de la actividad laboral destinadas a realizar
movimientos físicos o ejercicios de relajación, permi-
ten reducir estos efectos negativos, incrementando la
concentración y reduciendo la fatiga.

Diversos estudios señalan que cuando los trabajado-
res realizan pausas activas durante su jornada, su ni-
vel de energía aumenta, lo que resulta en una mayor
disposición para realizar sus tareas de manera efi-
ciente.18

En México, donde el promedio de horas trabajadas es
más alto que en otros países de la OCDE,19 imple-
mentar pausas activas podría ayudar a reducir los ni-
veles de estrés. 

Un informe de la Secretaría del Trabajo y Previsión
Social (2022)20 indica que el 75 por ciento de los tra-
bajadores en México sufren de estrés laboral, lo que
afecta directamente su productividad. Incorporar pau-
sas activas puede aliviar este estrés, generando un en-
torno más saludable y promoviendo un mayor rendi-
miento a largo plazo. 

Las pausas activas representan una medida preventiva
sencilla, de bajo costo y fácil implementación, que
puede generar mejoras significativas en la salud de los
trabajadores, a diferencia de otras medidas que requie-
ren inversiones importantes, como reestructuración
considerable del espacio físico o costosos programas
de bienestar, las pausas activas pueden llevarse a cabo
en cualquier entorno de trabajo sin grandes modifica-
ciones o recursos; además, su implementación puede
prevenir problemas de salud como trastornos músculo
esqueléticos, fatiga y problemas circulatorios que con
el tiempo requieren tratamientos más costosos.

Es importante mencionar que las pausas activas no so-
lo impactan la salud mental, sino también la física. El
sedentarismo en el lugar de trabajo es una preocupa-
ción creciente en México, dado que gran parte de la
población trabajadora realiza sus actividades en ofici-
nas o espacios que requieren estar sentados durante
largos periodos de tiempo. Las pausas activas también
influyen en el clima laboral y en la colaboración entre
los trabajadores. 

En un país como México, donde las relaciones inter-
personales en el lugar de trabajo son fundamentales,
las pausas activas ofrecen un momento para la sociali-
zación y el fortalecimiento de los vínculos entre com-
pañeros. Esto fomenta un ambiente de trabajo más po-
sitivo y colaborativo, lo que también incide en una
mayor productividad grupal.

Según un estudio de Great Place to Work México,21

las empresas que promueven pausas activas no solo
ven un incremento en el rendimiento individual, sino
también una mejora en el trabajo en equipo y en la co-
hesión organizacional.
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Un caso que avala que con las pausas activas en las
jornadas laborales se puede aumentar la productividad
en los trabajadores, es de la compañía de Google, esta
multinacional tecnológica ha incorporado espacios de
relajación y zonas para realizar ejercicio en sus ofici-
nas, fomentando así la práctica de pausas activas entre
sus empleados. 

Como resultado, se ha observado una mejora signifi-
cativa en la creatividad, la colaboración y la calidad
del trabajo realizado,22 además, un informe de la Or-
ganización Mundial de la Salud señala que las empre-
sas que promueven estilos de vida saludables, inclu-
yendo pausas activas, reducen en un 25 por ciento los
días de ausencia por enfermedad de sus empleados, lo
que se traduce en un impacto positivo en la producti-
vidad y la rentabilidad del negocio.

VII. Queremos Mexicanos Activos

La asociación civil Queremos Mexicanos Activos ha
destacado los beneficios que las organizaciones pue-
den obtener al liberar el potencial de sus colaborado-
res, poniéndolo al servicio de un entorno organizacio-
nal innovador y adaptable. 

De acuerdo a los resultados de esta asociación, cuando
una empresa se enfoca en crear un ambiente dinámico
y flexible, logra adaptarse mejor a los cambios econó-
micos y sociales, al mismo tiempo que fomenta una
cultura laboral que promueve el bienestar y satisfac-
ción de sus empleados. 

Queremos Mexicanos Activos precisa que esto con-
vierte a las organizaciones en modelos ejemplares en
cuanto a condiciones de trabajo, logrando altos están-
dares de bienestar laboral.23

Asimismo, la productividad de una empresa mejora
significativamente cuando sus empleados se sienten
física y emocionalmente bien. Un equipo motivado
no solo es más eficiente, sino que también contribu-
ye a la mejora en los resultados económicos de la or-
ganización. Este tipo de entorno laboral, que valora
tanto el equilibrio emocional como el rendimiento
operativo, tiene un impacto directo en la gestión em-
presarial. 

Una organización saludable genera mejores resultados
financieros, además de un balance positivo en cuanto

al bienestar emocional de los empleados, lo que reper-
cute en la sostenibilidad a largo plazo.24

Otro aspecto clave que menciona Queremos Mexica-

nos Activos es que las empresas que promueven estos
principios de bienestar se vuelven más atractivas no
solo para sus trabajadores, sino también para los clien-
tes, accionistas y la sociedad en general. 

Al proyectar una imagen de empresa comprometida
con la salud y la satisfacción de su personal, se forta-
lecerán las relaciones con los diversos grupos de inte-
rés. 

Las familias de los empleados, por ejemplo, también
se ven beneficiadas por un ambiente de trabajo positi-
vo, lo que refuerza el sentido de pertenencia y satis-
facción.25

Para claridad de la propuesta, se incluye a continua-
ción un cuadro comparativo de las modificaciones:

Ley Federal del Trabajo
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Derivado de lo anterior, se somete a consideración la
siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forman y adicionan disposiciones de los artículos
132, 133 y 423 de la Ley Federal del Trabajo

Único.- Se reforma la fracción XVIII al artículo 133,
la fracción XI del artículo 423 y se adiciona la frac-
ción VI bis y un último párrafo al artículo 132, una
fracción XIX al artículo 133, una fracción XII al artí-
culo 423, todos de la Ley Federal del Trabajo, para
quedar como sigue:

Artículo 132.- Son obligaciones de los patrones:

I. a V. …

VI. Guardar a los trabajadores la debida considera-
ción, absteniéndose de mal trato de palabra o de
obra;

VI Bis. Permitir la realización de pausas activas
que posibiliten, a todas las personas trabajado-
ras que cumplan con sus obligaciones laborales
desempeñando actividades que requieran largos
periodos de tiempo de permanecer estáticos en
un solo lugar, realizar actividad física para com-
batir los efectos del sedentarismo, como es el ca-
so de oficinistas, guardias de seguridad, choferes
y otros trabajadores cuyas obligaciones sean
análogas. La misma disposición se observará en
los establecimientos industriales cuando lo per-
mita la naturaleza del trabajo;

VII. a XXXIII. …

Las pausas activas a que se refiere la fracción VI
Bis deberán tener como mínimo una duración de
40 minutos por jornada laboral, distribuidos en 2
pausas activas de 20 minutos cada una, así como
garantizar espacios adecuados.

Artículo 133.- Queda prohibido a los patrones o sus re-
presentantes:

I. a XVI. …

XVII. Realizar cualquier acto tendiente a ejercer
control sobre el sindicato al que pertenezcan sus tra-
bajadores;
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XVIII. Impedir que las personas trabajadoras
disfruten de las pausas activas a que se refiere la
fracción VI Bis del artículo anterior, y

XIX. Las demás que establezca esta ley.

Artículo 423.- El reglamento contendrá:

I. a IX. …

X. Disposiciones disciplinarias y procedimientos
para su aplicación. La suspensión en el trabajo, co-
mo medida disciplinaria, no podrá exceder de ocho
días. El trabajador tendrá derecho a ser oído antes
de que se aplique la sanción;

XI. Los tiempos y formas en que las personas
trabajadoras tendrán acceso a las pausas activas
en caso de que la actividad que realicen requiera
de largos periodos de inmovilidad y sedentaris-
mo; y

XII. Las demás normas necesarias y convenientes
de acuerdo con la naturaleza de cada empresa o es-
tablecimiento, para conseguir la mayor seguridad y
regularidad en el desarrollo del trabajo.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los
180 días naturales posteriores al día siguiente de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. La Secretaría del Trabajo y Previsión So-
cial deberá emitir las normas correspondientes so-
bre los factores de riesgo de trabajo en un plazo no
mayor a 30 días naturales posteriores a su entrada
en vigor.

Tercero. Las personas empleadoras o empresas
contarán con un plazo de 180 días contados a par-
tir de la entrada en vigor del presente Decreto para
adecuar su normativa interna para dar cumpli-
miento a lo establecido en la fracción V bis del ar-
tículo 132 del presente decreto. 
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 2 de octubre de 2024.

Diputada Amancay González Franco (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 80 DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CAR-
GO DE LA DIPUTADA IVONNE ARACELLY ORTEGA PACHE-
CO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIU-
DADANO

Quienes suscriben, diputadas y diputados integrantes
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
en la LXVI Legislatura, con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; así como en los artículos
6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
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Diputados, someten a consideración del pleno de la
honorable Cámara de Diputados la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto por el que reforma el artículo
80 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, en materia de perspectiva de género, con
base a la siguiente

Exposición de Motivos

El papel de la mujer en la vida política se ha invisibi-
lizado a causa de diversas barreras estructurales que
limitan su acceso a la participación activa en la toma
de decisiones en los espacios públicos, viviendo en
una sociedad donde los hombres se imponían, privan-
do e invisibilizando los derechos de las mujeres, ex-
cluyendo su desenvolvimiento para únicamente des-
empeñar labores del hogar, el cuidado de la familia y
como un instrumento para mantener la especie huma-
na, privándoles de cualquier tipo de derecho: humano,
social, económico, cultural.

Era imposible que las mujeres pudieran incursionar en
la educación y desempeñarse en el ámbito laboral a
través de un cargo; sin embargo, sí eran explotadas en
el campo, laborando por largas horas la tierra, además
de realizar sus actividades en el hogar; asimismo,
cuando eran contratadas en alguna fábrica sus jornadas
laborales eran infrahumanas y en pésimas condicio-
nes, lo poco que ganaban era arrebatado por su pareja
o padres para contribuir en saldar las necesidades de la
familia, anulando la posibilidad de tener autonomía fi-
nanciera.

No obstante, es menester hacer un reconocimiento a
aquellas mujeres que se han visto envueltas en los he-
chos históricos alrededor del mundo y que hoy sabe-
mos fungieron como parteaguas en dichos eventos. 

En el caso de México, destacan heroínas como Josefa
Ortiz de Domínguez y Leona Vicario, no obstante, es
fundamental hacer mención muchas otras mujeres que
fungieron como espías, militares, propagandistas o in-
formantes como lo fueron Juana Barragán, Manuela
Medina, Rosa Arroyo, María Guadalupe “La Rompe-
dora”, entre otras, durante la etapa de la independen-
cia.1

La Revolución Mexicana sin duda alguna ha sido un
icono de trascendencia para las mujeres en la partici-
pación activa de los movimientos sociales, encontran-

do en sus páginas a coronelas y capitanas realizando
trabajo de inteligencia, a periodistas que se oponían a
la dictadura de Porfirio Díaz y exponiendo las condi-
ciones deplorables en las que vivía la mayoría de la
población, así lo escribía María Teresa Arteaga, cola-
boradora del periódico Regeneración. En el caso de
Dolores Jiménez Muro, su habilidad en la escritura le
impulsó a redactar el Plan Político y Social de Tacu-
baya para exigir la libertad de imprenta, la disminu-
ción de las jornadas de trabajo y la dignificación del
pueblo indígena. Por su parte, Eva Flores Blanco apro-
vechó su posición como telegrafista para informar so-
bre los movimientos del ejército federal al movimien-
to zapatista.2

Tras esta fase armada, el país necesitaba iniciar un pe-
riodo de reconstrucción que estuviera alimentado por
las demandas campesinas, obreras y sociales que die-
ron pie a la Revolución Mexicana. De aquí nace la ur-
gencia de elaborar una nueva Constitución que retome
las ideas antes mencionadas, además de restablecer el
papel de la mujer en la Carta Magna. 

Así, Hermila Galindo expresaba al Congreso Consti-
tuyente de Querétaro, la propuesta de otorgar el voto a
la mujer, misma que sería rechazada. Aún con el gran
desafío que significaba, decidió postularse como can-
didata a diputada federal por el V Distrito Electoral de
la Ciudad de México, marcando un paradigma a partir
de este momento en la lucha por conquistar y abrir es-
pacios en la vida política de nuestro país para las mu-
jeres.3

En 1937, como parte de una promesa en campaña, Lá-
zaro Cárdenas envió al Congreso una iniciativa al artí-
culo 34 Constitucional para otorgarle a la mujer el de-
recho a votar y ser votada, y aunque en el Senado de
la República se aceptó la propuesta, en la Cámara de
Diputados no transitó.4

Para 1952, más de 20 mil mujeres salieron a las calles
a exigirle al Presidente Adolfo Ruiz Cortines hacer
cumplir su promesa de establecer en la Constitución su
derecho a votar y a ser electas. Este hecho histórico
quedaría plasmado hasta el 17 de octubre de 1953 ga-
rantizando a las mujeres su derecho al voto y ser vota-
das en puestos de elección popular y, se vería materia-
lizado en 1955 cuando se ejerció este derecho por
primera vez en nuestra historia como nación.5
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Así, Aurora Jiménez Palacios sería la primera Diputa-
da Federal por Baja California en la XLII Legislatura,
le siguieron en la Legislatura XLIII Remedios Alberti-
na Ezeta por el Estado de México, Margarita García
Flores por Nuevo León, Guadalupe Ursúa Flores por
Jalisco y Marcelina Galindo Arce por Chiapas. En el
Senado de la República la historia recibiría a Alicia
Arellano Tapia por Sonora y a María Lavalle por Cam-
peche. Para 1979, Colima elegiría su primera Gober-
nadora, Griselda Álvarez, demostrando que la pobla-
ción estaba lista para el cambio y ganando con una
ventaja de 50 mil votos frente a su competidor. Al to-
mar protesta, Griselda Álvarez expresó: 

“Vivimos un tiempo nuevo de plena igualdad con
los hombres; sin privilegios que no requerimos, pe-
ro sin desventajas que no merecemos”.6

De esta manera, las mujeres mexicanas se abrieron pa-
so por la defensa y lucha de sus derechos políticos y se
comienza a romper aquella idea patriarcal de que las
mujeres solo podían desempeñarse en tareas del hogar
y demás funciones que los hombres instruyeran. 

Posterior a este hito, alrededor del mundo las mujeres
comenzaron la lucha por seguir visibilizando sus dere-
chos, haciendo suyos otros espacios como la radio,
dando pauta a la integración de diversos movimientos
feministas que décadas más tarde culminaría en la cre-
ación de organizaciones no gubernamentales (ONG),
instituciones académicas y organismos políticos que
comparten en común el reconocimiento y lucha de las
mujeres en los ámbitos público y privado. 

Así, poco a poco las naciones fueron implementando
mecanismos de participación activa de las mujeres
dentro de la esfera pública. Sin duda, la ratificación de
diversos tratados internacionales de Derechos Huma-
nos es el instrumento más recurrido para iniciar como
punto de partida en hacer efectivos tales derechos, co-
mo en el caso de nuestro país, que tiene la obligación
de garantizar tanto a hombres como a mujeres la igual-
dad en el goce de todos los derechos económicos, so-
ciales, culturales, civiles y políticos. 

En este sentido, sigue siendo necesario impulsar ac-
ciones afirmativas con base a la estructura social y po-
lítica que nuestro país vive en la actualidad y en razón
de una deuda histórica previa que generaba menos
oportunidades, discriminación en todos los sentidos

hacia las mujeres; estamos en una perspectiva de ejer-
cer un gobierno incluyente, preponderando el gran
aporte de la mujer dentro de los órganos de poder.

Reconociendo que previo al ámbito político, para lo-
grar la plena igualdad entre el hombre y la mujer es ne-
cesario modificar el papel tradicional tanto del hombre
como de la mujer en la sociedad y en la familia, y así
incrementar su importancia en el contexto político y
de toma de decisiones. 

En virtud de lo anterior, la Convención sobre la Elimi-
nación de Todas las Formas de Discriminación Contra
la Mujer (CEDAW) es una herramienta vinculante
universalmente reconocida, que no solo lucha contra
la discriminación contra la mujer, sino que también
protege los derechos de las niñas para preservar su
dignidad y bienestar; asimismo, alienta todas las polí-
ticas públicas que les puedan ofrecer oportunidades de
igualdad.7

El objetivo de la misma es garantizar la igualdad de
derechos entre hombres y mujeres, tanto en las leyes a
manera de antecedentes vinculantes, como en los he-
chos.

La CEDAW prevé como una de las principales preo-
cupaciones en cuanto a temas de género, la falta de
participación política de las mujeres, esto como conse-
cuencia directa de la invisibilización y falta de oportu-
nidades en los países hacia cargos verdaderamente de
toma de decisiones políticas. En México con el propó-
sito de cumplir con este pacto internacional, en mate-
ria de transversalización de la perspectiva de género,
ONU Mujeres colabora con Inmujeres en el desarrollo
y gestión de conocimiento que documentan y difunden
el nivel de avance en las leyes, políticas y presupues-
tos para la igualdad de género.

Los esfuerzos realizados por redes de mujeres, por la
sociedad civil, por mujeres al poder y por la propia
CEDAW, no deben de dejarse únicamente en palabras,
sino aplicarse en leyes y transformar lo que está esta-
blecido en éstas, en planes y políticas, en acciones y
resultados concretos para avanzar hacia una verdadera
igualdad sustantiva en México.

Dentro del Comité de Expertas de la CEDAW, se han
trabajado propuestas de reformas a leyes para que es-
tos textos dejen de invisibilizar a las mujeres, y por el
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contrario desde la propia legislación incluirlas con to-
dos los procesos, así como reconocerlas dentro del
ámbito público de los países.

Generar políticas públicas que conlleven acciones afir-
mativas en la legislación es esencial para promover la
no discriminación desde ámbitos sociales, hasta aspec-
tos políticos. 

Cumplir los compromisos derivados de tratados inter-
nacionales es de suma importancia para construir un
país con igualdad sustantiva y garantizar los derechos
humanos, sobre todo de las mujeres en cuanto a géne-
ro se trata.

En este orden de ideas, en el ámbito político-electoral,
las mujeres fueron completamente invisibilizadas, en
todo el articulado de la Constitución de 1917 no exis-
te alguna mención de la mujer, mucho menos de sus
derechos, provocando condiciones de desigualdad so-
cial, su nula participación política y el inexistente de-
recho político para votar y ser votadas, siendo hasta
1953 que el Estado reconoció el derecho electoral de
la mujer mexicana a votar, como ya se mencionó ante-
riormente.

De acuerdo con Nohlen,8 el derecho electoral se en-
tiende en dos sentidos:

En sentido estricto: como sinónimo de sufragio. Con-
siste en el derecho de votar (sufragio activo) y de ser
elegido (sufragio pasivo). El sufragio activo tiene cier-
tos atributos o características inherentes al Estado
constitucional moderno y concretamente a las demo-
cracias representativas, a saber: universal, igual, libre,
directo y secreto.

En sentido amplio: como el conjunto de normas cons-
titucionales, legales, reglamentos, instituciones y prin-
cipios referentes a la organización, administración y
realización o ejecución de las elecciones; la constata-
ción de validez de los resultados electorales; así como
el control legal y constitucional de los mismos a través
de su impugnación.

En ese año, la mujer solamente logró que en sentido
amplio pudiera sufragar, el Estado aún no le propor-
cionaba los atributos constitucionales en una democra-
cia representativa; esto era inicio de una lucha cons-
tante para las mujeres, había una brecha de la cual

sostenerse para abrirla y alcanzar el verdadero derecho
político-electoral. 

Actualmente, en los estados de Baja California Sur,
Coahuila, Chiapas, Durango, Guanajuato, Hidalgo, Ja-
lisco, Michoacán, Morelos, Nayarit, Nuevo León, Oa-
xaca, Querétaro, San Luis Potosí, Sinaloa, Tabasco,
Tamaulipas y Veracruz; no han tenido aún una mujer
gobernadora.

Desde la institucionalización del voto femenino hasta
el año de 2018, nuestro país solamente ha tenido 7 mu-
jeres encabezando el Poder Ejecutivo en sus estados y
de 2018 a la fecha la cifra aumentó a 9 mujeres más en
dicho cargo, gracias a la implementación de acciones
afirmativas de género en el marco jurídico que obliga
a los partidos políticos a garantizar la postulación pa-
ritaria en sus candidaturas a cargos de elección popu-
lar y en los espacios plurinominales.

La lucha de las mujeres ha alcanzado algunas metas,
ahora la paridad de género es un derecho fundamental;
esto permitió que, en los comicios electorales de 2023,
hubiera candidatas al cargo de Presidencia de la Repú-
blica con amplias posibilidades para ganar que, a dife-
rencia de otras candidatas en décadas anteriores, no
habían conseguido. 

Por ello, siendo congruentes con la realidad es impor-
tante que la reforma a la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos en el capítulo III Del Po-
der Ejecutivo, en el artículo 80 en el texto se modifi-
que la redacción para incluir la perspectiva de género.

En 2024, México tendrá a la primera mujer ocupando
el espacio de la Presidencia de la República. En con-
secuencia a esta exposición de motivos, y con el pro-
pósito de generar igualdad sustantiva y acciones afir-
mativas dentro de la Carta Magna de nuestro país, y
dar justicia a las luchas históricas de las mujeres por
visibilizar su historia y diversidad a nuestra sociedad
contemporánea, adicionando la situación y necesida-
des actuales, se propone reformar el artículo 80 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos a fin de agregar el término “Presidenta” como de-
positaria del Poder Ejecutivo Federal.

A continuación, se agrega un cuadro comparativo de la
propuesta de reforma:
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Por lo anteriormente expuesto, nos permitimos some-
ter a consideración de esta soberanía la siguiente ini-
ciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 80 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos

Único. Se reforma el artículo 80 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, para que-
dar como sigue

Artículo 80. Se deposita el ejercicio del Supremo Po-
der Ejecutivo de la Unión en una sola persona, que se
denominará “Presidenta o Presidente de los Estados
Unidos Mexicanos”.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las menciones al titular del Ejecutivo en es-
ta Constitución y las leyes que de ella emanan, se en-
tenderá que refieren a la presidenta o el presidente de
la República, según corresponda.

Notas

1 Girón, Alicia; González Marín, María Luisa y Jiménez, Ana Vic-

toria (2008): Breve historia de la participación política de las mu-

jeres en México, pág. 35, disponible en

https://ru.iiec.unam.mx/1774/1/breve.pdf 

2 Ibídem, págs. 36-37.

3 National Geographic en Español, Del voto a la presidencia, a 70

años del sufragio femenino en México, disponible en

https://www.ngenespanol.com/el-mundo/70-anos-del-derecho-al-

voto-de-las-mujeres-en-mexico/ 

4 Ibídem. 

5 Ibídem.

6 Instituto Nacional para el Federalismo y el Desarrollo Municipal,

Aniversario luctuoso de Griselda Álvarez, primera gobernadora en

México, consultado en https://www.gob.mx/inafed/articulos/ani-

versario-luctuoso-de-griselda-alvarez-primera-gobernadora-en-

mexico.

7 SUP-REP-11/2016, consultable en portal.te.gob.mx/coleccio-

nes/sentencias/html/SUP/2016/REP/SUPREP-00011-2016.htm 

8 Nohlen, Dieter; “Instituciones y cultura política”. Revista de la

Facultad de Derecho de México, Vol. 57, No. 247, 2007, págs.

267-288.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 2 octubre de 2024.

Diputada Ivonne Aracelly Ortega Pacheco (rúbrica), Laura Balles-

teros Mancilla, Tecutli Gómez Villalobos, Patricia Mercado Cas-

tro, Raúl Lozano Caballero, Claudia Salas Rodríguez, Gustavo de

Hoyos Walther, Patricia Flores Elizondo, Jorge Alfredo Lozoya

Santillán, Gloria Núñez Sánchez, Pablo Vázquez Ahued, Iraís Vir-

ginia Reyes de la Torre, Miguel Ángel Sánchez Rivera, Paola Lon-

goria López, Hugo Luna Vázquez, Anayeli Muñoz Moreno, Sergio

Gil Rullán, María de Fátima García León, Francisco Javier Farías

Bailón, Claudia Ruiz Massieu, Juan Ignacio Zavala Gutiérrez,

Amancay González Franco, Gibrán Ramírez Reyes, Laura Her-

nández García, Gildardo Pérez Gabino, Juan Armando Ruiz Her-

nández, Juan Ignacio Samperio Montaño.
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 93 DE LA LEY DE IMPUESTO

SOBRE LA RENTA, A CARGO DEL DIPUTADO JORGE ALFRE-
DO LOZOYA SANTILLÁN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MOVIMIENTO CIUDADANO

Quien suscribe, diputado Jorge Alfredo Lozoya San-
tillán, integrante del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano en la LXVI Legislatura, con funda-
mento en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someto a la consideración del ple-
no de la honorable Cámara de Diputados la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma la fracción I del artículo 93 de la Ley de Im-
puesto Sobre la Renta, con base en la siguiente:

Exposición de Motivos

El impuesto sobre la renta (ISR) es un impuesto fede-
ral, progresivo e indirecto que grava los ingresos de las
personas físicas y morales. Se contempla su pago en
los ingresos por salarios, actividades profesionales
(honorarios), arrendamiento de bienes inmuebles, in-
versiones, entre otros.

Las personas físicas y morales que generen ingresos
en México pagan una tasa sobre sus utilidades. La Ley
del ISR establece cuáles son las deducciones permiti-
das y obligaciones específicas para calcular la base. 

El ISR se regula en la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; en el artículo 31, fracción
IV, de la Carta Magna, se establece que es obligación
de los mexicanos contribuir a los gastos públicos, así
de la Federación, como de la Ciudad de México o del
estado y municipio en que residan, sin embargo, es
principalmente en la Ley del Impuesto Sobre la Renta
y su reglamento donde se encuentra regulado. En esta
ley, junto con sus reglamentos y las disposiciones emi-
tidas por el Servicio de Administración Tributaria
(SAT), se establecen las normas para el cálculo, pago,
declaración, deducción y administración del impuesto.

La Ley del Impuesto Sobre la Renta es compleja y tie-
ne amplio margen de interpretación y aplicación, lo
cual conlleva a que existan empresas y personas que
no declaran todos sus ingresos o utilizan estrategias
para reducir su carga tributaria, lo que representa un
desafío para la recaudación.

Consecuencia de la complejidad de las disposiciones
tributarias, un segmento significativo de la población
económicamente activa prefiere operar en la informa-
lidad para evadir los impuestos que resultarían a car-
go, lo que limita la capacidad del gobierno para recau-
dar el ISR de esos sectores. Tanto para el
contribuyente como para la administración tributaria,
el cumplimiento de las obligaciones fiscales implica
una carga administrativa considerable.

La Ley Federal del Trabajo establece regulaciones cla-
ras sobre las jornadas laborales, compensaciones por
trabajo extra, descansos y condiciones específicas pa-
ra ciertos trabajadores. El artículo 67 indica que cada
hora de la jornada regular debe ser pagada de forma
equitativa, mientras que las horas extraordinarias de-
ben recompensarse con un 100 por ciento adicional so-
bre el salario habitual. Según el artículo 71, el domin-
go debe ser el día de descanso semanal, y trabajar en
este día amerita una prima adicional de al menos un 25
por ciento sobre el salario ordinario. En situaciones es-
peciales, detalladas en el artículo 75, si se requiere que
los trabajadores laboren en sus días de descanso, tie-
nen derecho a un pago doble por el servicio prestado
en estos días, aparte de su salario regular de descanso.
Para proteger a personas menores de edad, el artículo
178 prohíbe que los menores de 18 años trabajen ho-
ras extras, en domingos y días de descanso obligatorio.
Si esta norma se incumple, las horas extra se deben pa-
gar con un incremento del 200 por ciento sobre el sa-
lario normal.

Respecto a las personas trabajadoras del hogar, el artí-
culo 333, especifica que deben tener un descanso noc-
turno de nueve horas y un descanso diario de tres ho-
ras entre las actividades de la mañana y la tarde. La
jornada diurna no debe exceder las ocho horas. Si no
se cumple con lo anterior, el tiempo adicional se con-
sidera tiempo extra.

El artículo 93 de la Ley del ISR establece supuestos
para la exención del ISR, en específico, en la fracción
I se establece que no se cobrará impuesto sobre la ren-
ta por ciertos ingresos de trabajadores. Estos ingresos
incluyen prestaciones distintas al salario para trabaja-
dores con salario mínimo, basadas en dicho salario y
que no superen los mínimos de la legislación laboral.
Remuneraciones por horas extras o servicios en días
de descanso, sin sustituirlos por otros días, hasta el lí-
mite que marca la legislación laboral, para trabajado-
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res con salario mínimo. Para trabajadores que no ga-
nen el salario mínimo, se exenta el 50 por ciento de las
remuneraciones por horas extras o servicios en días de
descanso, sin sustitución, siempre y cuando no super-
en el límite legal y la exención no exceda cinco veces
el salario mínimo.

Imponer un impuesto sobre las horas extras o por tra-
bajar en días de descanso reduce el beneficio a las per-
sonas trabajadoras por las horas extras devengadas.
Ello resulta contraproducente, sobre todo en áreas o
lugares donde se necesita mano de obra adicional para
cumplir con plazos, producción o para atender emer-
gencias. En México, existen millones de trabajadores
que dependen de las horas extra o de trabajar en días
de descanso para complementar sus ingresos ya que la
mayoría de la población es de bajos ingresos, por lo
que Imponer ISR sobre estos ingresos adicionales re-
presenta una carga financiera significativa, lo cual
conlleva a que se disminuya efectivamente su com-
pensación neta por el esfuerzo adicional.

Las horas extra y los días de descanso están diseñados
para compensar a los empleados por el trabajo que ex-
cede las expectativas normales de su puesto y respon-
sabilidades. Recaudar ISR sobre estas compensacio-
nes es una penalización, por trabajar más allá de lo
obligatorio, en lugar de ser una recompensa. La impo-
sición de impuestos sobre ingresos adicionales desin-
centiva a empleadores y empleados, lo cual conlleva
que busquen formas de evitar el pago de impuestos,
como no reportar las horas extra o realizar acuerdos de
pago en efectivo, lo que genera una espiral de proble-
mas para el trabajador en derechos laborales frente a
autoridades fiscalizadoras o ante renuncias y despidos
injustificados. Esto no solo reduce la recaudación de
impuestos, también promueve la informalidad laboral.

Trabajar horas extra o en días de descanso implica un
esfuerzo adicional por parte del empleado, a menudo
bajo condiciones más estresantes o exigentes. Imponer
un impuesto sobre estos ingresos adicionales es injus-
to, ya que no reconoce adecuadamente el esfuerzo adi-
cional requerido.

Es por lo anterior, que desde la bancada naranja y en
defensa de la clase trabajadora, propongo a esta sobe-
ranía que la totalidad de los ingresos obtenidos por el

pago de horas extra por trabajar los días inhábiles y
festivos esté exenta al 100 por ciento del pago de ISR
y elevar el porcentaje de deducción de las prestaciones
y remuneraciones de las personas trabajadoras que ga-
nan más de 5 salarios del 50 al 80 por ciento de con-
formidad con la siguiente tabla:

Impuesto sobre la renta, es decir, impuesto por traba-
jar, impuesto por esforzarse, impuesto por querer salir
adelante, por intentar sobrevivir. Pagamos un impues-
to por ganarnos el pan nuestro de cada día, pero más
allá de la génesis de dicho impuesto o definición ha-
cendaria, existe una inmoralidad en dicho impuesto, la
de inclusive tenerla grabada cuando el trabajador rea-
liza tiempo extra.

Cuando el trabajador da más allá de sus fuerzas, cuan-
do el héroe de la clase trabajadora decide sacrificar
tiempo a su familia, para estar con sus hijos, decide
privarse de otras actividades para estar trabajando du-
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ro, extendiendo la jornada para tener un poco más, un
extra porque lo necesita, porque desea salir adelante y
porque a veces no alcanza y hay que quedarse más
tiempo. Es en ese momento cuando aparece el im-
puesto sobre la renta, ya que también está presente en
el tiempo extra.

Esta iniciativa es de urgente resolución ya que el in-
cremento de precios ha disminuido las posibilidades
de compra de artículos para satisfacer los mínimos re-
queridos de nuestras familias. Su aplicación permitirá
que a sus familias ingresen mayores recursos al verse
disminuidas las tasas del Impuesto Sobre la Renta. 

Por expuesto y fundado, me permito someter a esta so-
beranía el siguiente proyecto de: 

Decreto que reforma y adiciona la fracción I del ar-
tículo 93 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta

Artículo Único. Se reforma la fracción I del artículo
93 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, para quedar
como sigue:

Artículo 93. No se pagará el impuesto sobre la renta
por la obtención de los siguientes ingresos: 

I. Las prestaciones distintas del salario que perci-
ban los trabajadores del salario mínimo general sin
distinción de áreas geográficas, las remuneraciones
por concepto de tiempo extraordinario o de presta-
ción de servicios que se realice en los días de des-
canso sin disfrutar de otros en sustitución, hasta el
límite establecido en la legislación laboral, que per-
ciban dichos trabajadores. Tratándose de los demás
trabajadores, el 80 por ciento de las remuneracio-
nes por concepto de tiempo extraordinario o de la
prestación de servicios que se realice en los días de
descanso sin disfrutar de otros en sustitución, que
no exceda el equivalente de cinco veces el salario
mínimo general por cada semana de servicios.

II. a XXIX. …

…

…

…

…

…

…

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 2 de octubre de 2024.

Diputado Jorge Alfredo Lozoya Santillán (rúbrica)

QUE ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES A LAS LEYES

GENERAL DE CAMBIO CLIMÁTICO; DE TRANSICIÓN

ENERGÉTICA, Y FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSA-
BILIDAD HACENDARIA, A CARGO DE LA DIPUTADA LAURA

IRAÍS BALLESTEROS MANCILLA, DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

Con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, quien suscribe, Laura Iraís Balles-
teros Mancilla, integrante del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, presenta ante esta soberanía
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de las Leyes General de
Cambio Climático, de Transición Energética, y Fede-
ral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria.

Exposición de Motivos

En la actualidad, México carece de un marco jurídico-
normativo y regulatorio para financiar las medidas de
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mitigación y adaptación necesarias para construir resi-
liencia ante la emergencia, la crisis climática, sus im-
pactos y repercusiones. Por ello, esta iniciativa busca
reformar integralmente nuestro marco legislativo para
crear un Fondo Verde para la Resiliencia Climática
(FVRC), que permita al Estado y a la sociedad mexi-
cana hacer frente a todos los fenómenos relacionados
con la emergencia climática, que afectan a la humani-
dad y al planeta. 

Esta iniciativa tiene como antecedente el Parlamento
Climático que realizamos en el Senado de la Repúbli-
ca y en la Cámara de Diputados en febrero de 2024, al
cual acudieron más de 200 personas e intervinieron
decenas de expertos, activistas, organizaciones, orga-
nismos internacionales, empresas, autoridades federa-
les y locales así como integrantes de todos los grupos
parlamentarios para definir medidas financieras nece-
sarias para hacer frente a la emergencia climática.1 A
partir de lo anterior se propuso crear un Fondo Verde
para la Resiliencia Climática (FVRC) como herra-
mienta para enfrentar los desafíos internacionales y
nacionales, y de esta forma cumplir los compromisos
en la materia.

Este paquete fue trabajado en conjunto con expertas en
la materia, para garantizar que su diseño sea 1. Capaz
de captar recursos privados, públicos e internacionales
suficientes para el financiamiento; y 2) Cuente con he-
rramientas adecuadas para el gasto justo, transparente
y eficiente.

En un mundo donde el cambio climático presenta ries-
gos significativos para la estabilidad económica y am-
biental, las finanzas climáticas desempeñan un papel
crucial en la movilización de recursos financieros pa-
ra mitigar los efectos de la emergencia climática y
adaptarse a sus impactos. Es entonces que, si quere-
mos salvar el ambiente, tenemos que hablar de recur-
sos y de inversión pública, privada e internacional.

I. El bloque de constitucionalidad ante la emergen-
cia climática

El aumento en la intensidad de la emergencia climáti-
ca mundial ha impuesto la necesidad de realizar tran-
siciones justas que aseguren la sostenibilidad del pla-
neta y el bienestar de sus habitantes. Esta emergencia
ha llevado a las naciones a realizar reformas internas y
celebrar acuerdos internacionales que permitan al

mundo hacerle frente al problema. Estas reformas son
necesarias para adaptar y generar resiliencia en nues-
tras sociedades ante la emergencia climática. Sólo así
se puede garantizar un mundo sostenible para la hu-
manidad y para todas las especies que habitan el pla-
neta.

En este contexto, México ha establecido una serie de
preceptos constitucionales y legales para proteger al
medio ambiente y garantizar un desarrollo sostenible.
En ese sentido, la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos (CPEUM) prevé una serie de pre-
ceptos legales para proteger al medio ambiente. Así, el
quinto párrafo del artículo 4o. establece de forma ex-
presa: “Toda persona tiene derecho a un ambiente sa-
no para su desarrollo y bienestar”.

El artículo 25 constitucional establece que la rectoría
del desarrollo nacional debe ser sustentable, es decir,
que el crecimiento económico, debe de implicar un
uso cuidadoso y la preservación de los recursos natu-
rales.

Asimismo, el artículo 27 de la Constitución señala que
se dictarán las medidas necesarias para ordenar los
asentamientos humanos y establecer adecuadas provi-
siones, usos, reservas y destinos de tierras, aguas y
bosques, a efecto de ejecutar obras públicas y de pla-
near y regular la fundación, conservación, mejora-
miento y crecimiento de los centros de población; pa-
ra preservar y restaurar el equilibrio ecológico y para
evitar la destrucción de los elementos naturales y los
daños que la propiedad pueda sufrir en perjuicio de la
sociedad.

Por otro lado, es importante recordar que los artículos
1o. y 133 de la CPEUM reconocen como parte de
nuestro bloque de constitucionalidad, no sólo las dis-
posiciones de la propia Constitución, sino también de
los tratados que haya suscrito el Estado mexicano en
materia de derechos humanos. Por ello, es necesario
tomar en cuenta el desarrollo del derecho humano a un
medio ambiente sano desde el Derecho Internacional
Público.

En ese sentido, la tradición de la política internacional
en materia ambiental nació al terminar la Segunda
Guerra Mundial, cuando se empezó a dar cuenta del
deterioro al medio ambiente a causa de este conflicto
bélico. Dentro de los primeros antecedentes en la ma-
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teria, se encuentra la Declaración de la Conferencia de
Naciones Unidas sobre el Medio Humano,2 la cual se
llevó a cabo en Estocolmo, Suecia en junio de 1972.
En dicha Declaración, se establecieron algunas de las
primeras normas y medidas para evitar y mitigar daños
al ambiente causados por las acciones de la humanidad
a raíz de tener “mejores” condiciones de vida.

El resultado de esta conferencia fueron la Declaración
de Estocolmo y el Plan de Acción de Estocolmo para
el Medio Humano, que contiene 26 principios en los
cuales se abordan cuestiones relativas a la industriali-
zación, el impacto ambiental y el bienestar del ser hu-
mano. En ese sentido, el principio 12 del plan recono-
ce que la mejora y protección del medio ambiente no
puede hacerse sin destinar recursos económicos y asis-
tencia técnica para dicho fin. Por otro lado, el Plan de
acción de Estocolmo para el medio humano engloba
tres ejes principales: 1. El programa global de evalua-
ción del medio humano (vigilancia mundial); 2 Las ac-
tividades de ordenación del medio humano; y 3. Las
medidas internacionales auxiliares de la acción nacio-
nal e internacional de evaluación y ordenación.

Después de esto, en 1982, la Asamblea General de las
Naciones Unidas proclamó la Carta Mundial de la Na-
turaleza. Dicha Carta toma como premisa que el dete-
rioro de los sistemas naturales y el abuso de los recur-
sos debilita nuestras estructuras económicas, políticas
y sociales.

Ahora bien, en el marco del vigésimo aniversario de la
Conferencia de Estocolmo, la Asamblea General de las
Naciones Unidas convocó a la Conferencia sobre el
Medio Ambiente y el Desarrollo, realizada en Río de
Janeiro, Brasil, en 1992. El informe de dicha conferen-
cia reconoce el derecho a una vida saludable y produc-
tiva en armonía con la naturaleza; el derecho de los pa-
íses de aprovechar sus propios recursos de acuerdo con
sus políticas ambientales y de participar en el desarro-
llo con la responsabilidad de no causar daños al medio
ambiente de otros; así como proteger el ambiente como
parte fundamental del proceso de desarrollo y no como
una actividad aislada. El Informe también conmina a
los Estados a eliminar las modalidades de producción y
de consumo insostenibles, para fomentar políticas de-
mográficas adecuadas que prevean riesgos.

El Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información,
la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en

Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe
(Convenio de Escazú) fue precursor en la promoción
de la transparencia, la participación ciudadana y la jus-
ticia ambiental en la región pues su objetivo principal
es fomentar la participación ciudadana y a el acceso de
la información ambiental.

II. Los compromisos de México ante la emergencia
climática

A nivel internacional, México ha participado activa-
mente en conferencias y acuerdos para abordar la cri-
sis ambiental. Desde 1995, el país ha asistido a la Con-
ferencia de las Partes (Cop) de la Convención Marco
de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático
(CMNUCC), comprometiéndose a reducir las emisio-
nes de gases de efecto invernadero y apoyar medidas
de adaptación al cambio climático. En la Cop28, Mé-
xico ha aumentado su meta de reducción de emisiones
y se ha comprometido a apoyar a los países insulares
en sus esfuerzos de adaptación. Sin embargo, enfrenta
críticas por su dependencia de combustibles fósiles y
la falta de medidas concretas para abordar esta situa-
ción.

Además de suscribir los tratados internacionales refe-
ridos en el apartado anterior, el Estado mexicano ha
suscrito varios compromisos en materia medioambien-
tal. Sin embargo, como se mostrará a continuación, es-
tos compromisos han sido incumplidos de manera sis-
temática por nuestras autoridades.

• Acuerdo de París

El Acuerdo de París, adoptado en 2015 bajo la Con-
vención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cam-
bio Climático, es un hito en la cooperación internacio-
nal para combatir el cambio climático. Su objetivo
principal es limitar el aumento de la temperatura glo-
bal a menos de 2 grados Celsius por encima de los ni-
veles preindustriales, preferiblemente a 1.5 grados
Celsius, reduciendo las emisiones de gases de efecto
invernadero. Los países participantes deben presentar
contribuciones determinadas a nivel nacional (NDC,
por sus siglas en inglés) que detallan sus planes de ac-
ción climática.

México fue uno de los primeros países en ratificar el
Acuerdo de París y ha integrado sus compromisos en
la política nacional a través de la Ley General de
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Cambio Climático (LGCC) y la actualización de sus
NDC. México se comprometió a reducir sus emisiones
de gases de efecto invernadero en un 22 por ciento pa-
ra 2030 respecto a las emisiones proyectadas en un es-
cenario de negocios como de costumbre, con la posi-
bilidad de aumentar esta meta a 36 por ciento con
apoyo internacional. La LGCC y la Estrategia Nacio-
nal de Cambio Climático establecen el marco para al-
canzar estas metas.

Este instrumento reviste una especial importancia,
pues señala como uno de sus objetivos en su artículo
2, reforzar la respuesta mundial a la amenaza del cam-
bio climático, y para lograr esto establece que es nece-
sario situar los flujos financieros en un nivel compati-
ble con una trayectoria que conduzca a un desarrollo
resiliente al clima. Al respecto señala en el artículo 9
lo siguiente:

Artículo 9

(…)

3. En el marco de un esfuerzo mundial, las Partes
que son países desarrollados deberían seguir en-
cabezando los esfuerzos dirigidos a movilizar fi-
nanciación para el clima a partir de una gran va-
riedad de fuentes, instrumentos y cauces,
teniendo en cuenta el importante papel de los fon-
dos públicos, a través de diversas medidas, como el
apoyo a las estrategias controladas por los países, y
teniendo en cuenta las necesidades y prioridades
de las Partes que son países en desarrollo. Esa mo-
vilización de financiación para el clima debería re-
presentar una progresión con respecto a los esfuer-
zos anteriores.

4. En el suministro de un mayor nivel de recur-
sos financieros se debería buscar un equilibrio en-
tre la adaptación y la mitigación, teniendo en
cuenta las estrategias que determinen los países y
las prioridades y necesidades de las Partes que son
países en desarrollo, en especial de las que son par-
ticularmente vulnerables a los efectos adversos
del cambio climático y tienen limitaciones im-
portantes de capacidad, como los países menos
adelantados y los pequeños Estados insulares en
desarrollo, y tomando en consideración la necesi-
dad de recursos públicos y a título de donación
para la labor de adaptación.

(…)

[Énfasis añadido]

Es así como el Acuerdo señala un esfuerzo mundial
que debe ser liderado por los países desarrollados pa-
ra dirigir esfuerzos a movilizar una financiación por el
clima, proveniente de diversas fuentes, instrumentos y
vías, siempre bajo una importancia de los fondos pú-
blicos, priorizando las necesidades de los países en
desarrollo. Esta movilización de recursos financieros
debe buscar el equilibrio entre las medidas de adapta-
ción y de mitigación bajo las prioridades de los países
más vulnerables a los efectos adversos del cambio cli-
mático, y aquellos con limitaciones de capacidad fi-
nanciera, considerando siempre la necesidad de recur-
sos públicos a título y de donación.

• Convención Marco de las Naciones Unidas sobre
el Cambio Climático

México es parte de esta convención internacional que
tiene como objetivo estabilizar las concentraciones de
gases de efecto invernadero en la atmósfera y prevenir
interferencias antropogénicas peligrosas en el sistema
climático.

• Objetivos de Desarrollo Sostenible

En ese sentido, en 2015, los Estados Miembros de las
Naciones Unidas suscribieron los Objetivos de Des-
arrollo Sostenible (ODS). Los ODS son de 17 objeti-
vos globales que se centran en la erradicación de la po-
breza, la protección del medio ambiente y el fomento
de la paz y la prosperidad, entre otros. Estos Objetivos
enfatizan la necesidad de que se realicen acciones gu-
bernamentales y privadas para garantizar el desarrollo
y el mejoramiento de la calidad de vida de las perso-
nas. En ese sentido, el Objetivo 13 de los ODS esta-
blece las siguientes metas:

13.1 Fortalecer la resiliencia y la capacidad de
adaptación a los riesgos relacionados con el cli-
ma y los desastres naturales en todos los países

13.2 Incorporar medidas relativas al cambio climá-
tico en las políticas, estrategias y planes nacionales

13.3 Mejorar la educación, la sensibilización y la
capacidad humana e institucional respecto de la mi-
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tigación del cambio climático, la adaptación a él, la
reducción de sus efectos y la alerta temprana

13.a Cumplir el compromiso de los países desarro-
llados que son partes en la Convención Marco de
las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático de
lograr para el año 2020 el objetivo de movilizar
conjuntamente 100.000 millones de dólares anuales
procedentes de todas las fuentes a fin de atender las
necesidades de los países en desarrollo respecto de
la adopción de medidas concretas de mitigación y la
transparencia de su aplicación, y poner en pleno
funcionamiento el Fondo Verde para el Clima capi-
talizándolo lo antes posible

13.b Promover mecanismos para aumentar la capaci-
dad para la planificación y gestión eficaces en relación
con el cambio climático en los países menos adelanta-
dos y los pequeños Estados insulares en desarrollo, ha-
ciendo particular hincapié en las mujeres, los jóvenes
y las comunidades locales y marginadas”.

[Énfasis añadido]

• Convenio sobre la Diversidad Biológica

México es parte de este convenio internacional que
busca conservar la diversidad biológica, hacer un uso
sostenible de los recursos naturales y garantizar la dis-
tribución justa y equitativa de los beneficios derivados
de dichos recursos.

• Protocolo de Montreal

México ha ratificado este acuerdo internacional para
proteger la capa de ozono, comprometiéndose a elimi-
nar gradualmente la producción y el consumo de sus-
tancias que agotan la capa de ozono, como los cloro-
fluorocarbonos.

• Participación en iniciativas globales

Además del Acuerdo de París y la Agenda 2030, Mé-
xico es parte de varias otras iniciativas y acuerdos in-
ternacionales relacionados con el cambio climático,
como la Alianza de Energía Solar Internacional y la
Iniciativa de Bonos Verdes. Estas participaciones re-
flejan el compromiso de México con la cooperación
internacional para abordar el cambio climático y pro-
mover el desarrollo sostenible.

Así, podemos entender que la emergencia climática es
uno de los principales desafíos a los que se enfrenta la
humanidad en la actualidad. Por esta razón, México es
un participante activo de la cooperación internacional
en materia medioambiental. En ese sentido, desde
1995, México ha participado en la Conferencia de las
Partes (COP) de la Convención Marco de las Naciones
Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC), la
cual se celebra cada año para adoptar decisiones vin-
culantes entre las naciones que permitan reducir el
cambio climático.

III. Creación y evolución del Fideicomiso Fondo de
Desastres Naturales

Ahora bien, como parte de las obligaciones constitu-
cionales de las autoridades para hacer frente a la crisis
climática, así como los compromisos asumidos por el
Estado mexicano para hacer combatir este problema,
en 1996 se creó por primera vez el Fondo de Desastres
Naturales (Fonden), como un programa en el ramo 23
del Presupuesto de Egresos de la Federación. Dicho
programa comenzó a operar en 1999, a partir de la pu-
blicación de sus primeras reglas de operación. Este
fondo evolucionó en diciembre de 2010, cuando el
Ejecutivo federal emitió un acuerdo mediante el cual
creó el Fideicomiso Fondo de Desastres Naturales
(Fonden).3 En 2012 se protegió legalmente la existen-
cia de este fideicomiso, a través de su regulación en la
Ley General de Protección Civil.

Ahora bien, a través de este fondo, el gobierno federal
buscaba contar con un instrumento jurídico y financie-
ro que le permitiera responder económicamente, de ma-
nera pronta y efectiva, ante la ocurrencia de desastres
naturales en el territorio nacional. Desde su creación, en
2010, el fondo ya tomaba en cuenta la existencia del
“aumento en la frecuencia, intensidad y diversidad de
los fenómenos naturales perturbadores [lo cual] podría
ocasionar consecuencias catastróficas de mayor magni-
tud, que requieren de atención inmediata”.

Entre sus finalidades específicas, el Fonden buscaba 1.
Canalizar recursos para la reconstrucción de los daños
sufridos; y 2. Financiar medidas de mitigación para
daños futuros.4 Además, el fondo estaba compuesto
por dos instrumentos financieros complementarios: el
Programa Fonden para la Reconstrucción y el Progra-
ma Fondo para la Prevención de Desastres Naturales
(Fopreden), y sus respectivos fideicomisos.5
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Estos instrumentos financieros permitían que el Esta-
do mexicano pudiera responder económicamente ante
la ocurrencia de desastres naturales, para realizar ac-
ciones de atención a emergencias y reconstrucción.
Asimismo, permitían realizar algunas acciones de pre-
vención y disminución de riesgos. Sin embargo, el di-
seño de estos fondos y el destino de sus recursos esta-
ba dirigido, sobre todo, a una labor reactiva de
reconstrucción, mientras que se dejaba en segundo tér-
mino la prevención de futuros desastres. No obstante,
era la principal herramienta del Estado mexicano para
hacer frente a los desastres naturales que perjudicaban
a nuestro país.

IV. Desaparición del Fonden

El 6 de noviembre de 2020 se publicó en el Diario
Oficial de la Federación una reforma a través de la
cual desaparecieron 109 fideicomisos públicos que
servían al Gobierno Federal para administrar más de
68 mil 400 millones de pesos.6 En el artículo décimo
noveno transitorio de dicha reforma se estableció
que desaparecería el Fonden, previsto en la Ley Ge-
neral de Protección Civil. Además, se ordenó que los
recursos remanentes de dicho fideicomiso deberían
ser concentrados por la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, a más tardar, el 30 de junio de
2021.7

Para justificar la desaparición de los fideicomisos, el
gobierno federal argumentó que eran instrumentos es-
pecialmente opacos y discrecionales, por lo que su-
puestamente propiciaban hechos de corrupción.8 Sin
embargo, nunca se presentaron pruebas de dicha co-
rrupción ni se emprendió ningún procedimiento penal
o administrativo para sancionar algún delito relaciona-
do con su administración.

Por el contrario, como lo han mostrado diversos espe-
cialistas y organizaciones civiles, estos fideicomisos
servían para disminuir la discrecionalidad en el mane-
jo de recursos públicos, asegurar que realmente fueran
destinados a su finalidad específica, establecer una es-
tructura orgánica y un comité técnico para su adminis-
tración, garantizar la disponibilidad de recursos de
manera plurianual, así como su reinversión, entre otras
cosas. Además, contrario a lo sostenido en la exposi-
ción de motivos que dio lugar a su desaparición, el
manejo de los recursos de estos fideicomisos sí se en-
contraba sujeto a obligaciones de transparencia, según

el artículo 26 de la Ley General de Transparencia y
Acceso a la Información Pública.9

Además, la desaparición del Fonden disminuyó la ca-
pacidad del Estado mexicano para hacer frente a la
ocurrencia de desastres naturales. La cantidad de re-
cursos públicos para actividades de prevención y re-
construcción ante desastres naturales quedó sujeta a la
entera discrecionalidad de la Cámara de Diputados,
sin dejar establecido un monto mínimo ni un fondo es-
table destinado a dicha finalidad. Por otro lado, la for-
ma en que se manejan estos recursos públicos perdió
certeza y ganó discrecionalidad. Ello, ya que, con la
desaparición del Fonden, también desapareció la es-
tructura orgánica, reglas de operación y demás reglas
jurídicas y financieras que otorgaban certeza sobre el
manejo de estos fondos.

V. Aumento de desastres naturales en México y en
el mundo debido a la crisis climática

La comunidad científica a lo largo del mundo ha mos-
trado que existe una relación causal entre los aumen-
tos de desastres naturales y la crisis climática. En ese
sentido, las y los expertos han coincidido de manera
unánime que no solo existe una fuerte relación causa-
efecto entre ambos fenómenos, sino que, además, la
crisis climática ha aumentado la frecuencia, intensi-
dad, imprevisibilidad y duración de estos desastres. A
continuación, se hace un repaso de dichas afectacio-
nes.

• Responsabilidad del gobierno actual respecto a
desastres naturales

Las autoridades mexicanas tampoco han implantado
medidas claras para alcanzar los objetivos del desarro-
llo y los compromisos en la materia. Además, México
carece de un marco claro y efectivo para reducir las
emisiones de gases de efecto invernadero, carece de fi-
nanciamiento para la implementación de medidas de
mitigación y adaptación al cambio climático y ha rea-
lizado constantes recortes presupuestales a las autori-
dades ambientales. En ese sentido, a continuación, se
realiza un repaso de las principales acciones que han
llevado a que el Estado mexicano incumpla sus com-
promisos internacionales en materia medioambiental y
a que las emergencias por desastres naturales, repercu-
tan cada vez más grave en el país.
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• La refinería de Dos Bocas, Tabasco

La refinería de Dos Bocas es un proyecto de infraes-
tructura energética que tiene como objetivo aumentar
la capacidad de refinación de petróleo de México. Sin
embargo, la construcción de la refinería ha generado un
importante impacto ambiental, incluidos la deforesta-
ción de áreas naturales, la contaminación del aire y del
agua, y el aumento de los gases de efecto invernadero. 

Según un estudio realizado por el Centro Mexicano de
Derecho Ambiental, la construcción de la refinería de
Dos Bocas ha generado un impacto ambiental signifi-
cativo, incluyendo la deforestación de 10 mil hectáre-
as de selva tropical, contaminación del aire y del agua,
aumento de los gases de efecto invernadero. Entre
otros. El estudio estima que la refinería emitirá 2.16
millones de toneladas de dióxido de carbono al año, lo
que equivale a las emisiones de 855 mil 20 vehículos
compactos.

La construcción de la refinería ha sido reprobada por
diversas organizaciones civiles y sectores de la socie-
dad civil. En 2020, la Comisión Nacional de Derechos
Humanos emitió una recomendación al gobierno fede-
ral en la que señalaba que la construcción de la refine-
ría estaba violando los derechos humanos de los habi-
tantes de la región.10

• La construcción de la autopista Oaxaca-Mitla

La autopista Oaxaca-Mitla es un proyecto de infraes-
tructura vial que tiene como objetivo conectar la ciu-
dad de Oaxaca con el sitio arqueológico de Mitla. Sin
embargo, el proyecto ha sido criticado por su impacto
ambiental, incluyendo la deforestación de áreas natu-
rales, la contaminación del agua, y el aumento de los
gases de efecto invernadero. Hasta ahora, se calcula la
deforestación de 5 mil hectáreas de selva tropical, con-
taminación de ríos y cuerpos de agua y el aumento de
gases de efecto invernadero. Se estima que la autopis-
ta emitirá 200 mil toneladas de dióxido de carbono al
año, lo que equivale a las emisiones de 77 mil vehícu-
los compactos. Además, el proyecto ha sido reprobado
por diversas organizaciones civiles y sectores de la so-
ciedad civil. En 2022, la Secretaría de Medio Ambien-
te y Recursos Naturales (Semarnat) impuso una san-
ción de 10 millones de pesos a la empresa constructora
del proyecto por incumplimiento de las medidas de
mitigación ambiental.11

• Recortes presupuestales a autoridades medioam-
bientales

En ese sexenio, la Secretaría del Medio Ambiente y
Recursos Naturales, una de las principales autoridades
en materia medioambiental, ha perdido el 29.4 por
ciento de su presupuesto en términos reales. Estas me-
didas no solo han impedido que México alcance sus
objetivos frente a la crisis climática, sino que además
han hecho que retroceda en la materia. En 2019, la Se-
marnat recibió un presupuesto de 29 mil 869 millones
de pesos, que representó el 2.4 por ciento del total del
presupuesto federal. En 2024, el presupuesto de la Se-
marnat será de 20 mil 717 millones de pesos, lo que re-
presenta una disminución de 9 mil 152 millones de pe-
sos. Además de que sí existe resistencia por parte de
algunos sectores económicos para adoptar medidas
que reduzcan residuos y emisiones, los proyectos in-
signia de esta administración han fomentado la idea de
que México no tiene compromisos sobre los objetivos
de desarrollo, por ejemplo.

• Aumento en la frecuencia y la intensidad de las
olas de calor

Debido a que el aire caliente ahora puede contener
más humedad, los eventos de calor extremo han sido
una amenaza para la calidad de vida de las personas y
los seres vivos. De acuerdo con la COPARMEX, el 15
de noviembre de 2023 más de 71.5 por ciento del país
estaba enfrentando una sequía anormal; es decir, sólo
28.5 por ciento del país. En contraste, en 2022, cuan-
do las condiciones eran a la inversa, 71.4 por ciento
del país se encontraba en una situación libre de sequía,
de acuerdo con el Monitor de Sequía del Servicio Me-
teorológico Nacional. Tan solo en la zona metropolita-
na del valle de México, en 2023, podemos observar
una situación crítica con recortes no vistos al abasto de
agua por el bajo nivel en las presas del Sistema Cutza-
mala, lo que provoca una afectación directa al consu-
mo y por tanto a la producción de bienes y servicios en
la economía.12

• Sequías aumentan en duración y alcance

Debido a que se cambian los patrones de precipitación,
las regiones se han vuelto más secas y otras más hú-
medas. Esto se traduce directamente en una afectación
al sector agrícola de México (ganadería, pesca, silvi-
cultura y caza); el tercer sector más importante para la
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economía del país ya que equivale a cerca de una cuar-
ta parte del PIB con 12.6 por ciento de la aportación.13

• Aumento en la frecuencia y duración de las inun-
daciones

Con el aumento en el nivel del mar y la intensificación
de las tormentas las inundaciones son cada vez más
graves. Como la consecuencia más importante a con-
siderar es la pérdida de vidas pues solo en 2022 las in-
undaciones causaron la muerte de más de mil personas
registradas; colocando a este fenómeno como una de
las principales causas de muerte en el año cursante.
Además de estas afectaciones, también provoca des-
plazamientos; en 2022 un millón de personas se vieron
obligadas a buscar otro hogar debido a la gravedad de
las inundaciones causando pérdidas económicas consi-
derables para los estados.

En 2020, las inundaciones en Tabasco causaron daños
por más de 13 mil 500 millones de pesos y dejaron sin
hogar a más de 100 mil personas. En 2021, las inun-
daciones en Chiapas causaron daños por más de 5 mil
millones de pesos y desplazaron a más de 50 mil per-
sonas. En 2022, las inundaciones en Guerrero causa-
ron daños por más de 3 mil millones de pesos y pro-
vocaron la muerte de más de 500 personas. Por último,
hay fuertes riesgos en materia de salubridad, pues se
ha comprobado que las inundaciones provocan el au-
mento de contagios de enfermedades transmitidas por
el agua como la cólera, hepatitis y diarrea; sólo en
2022 se registraron 100 mil casos de enfermedades
transmitidas por el agua.14

• Aumento en intensidad y frecuencia de tormentas

Se debe a que existe un aumento en la temperatura del
aire y del océano, lo que provoca tormentas más in-
tensas. Este fenómeno tiene afectaciones directas a to-
dos los sectores que componen a la economía mexica-
na. Las tormentas provocan daños importantes a las
fábricas, equipos y suministros del sector manufactu-
rero que se traduce en el mediano plazo a una pérdida
importante en la producción, pérdidas en los ingresos
y en la productividad de las empresas de este sector.
Además, hay un alto costo en materia de infraestructu-
ra, tanto pública como privada, donde se registran da-
ños importantes que afectan las telecomunicaciones
del país, los servicios de salud, edificios y casas habi-
tación. De acuerdo con el Centro Nacional de Preven-

ción de Desastres (Cenapred), en 2022 las pérdidas
económicas ascendieron a 16,600 millones de pesos,
un aumento del 8 por ciento con respecto al año ante-
rior y los estados más afectados por estos fenómenos
han sido Veracruz, Tabasco, Guerrero, Chiapas y Oa-
xaca.

De acuerdo con el Índice de Riesgo Mundial de De-
sastres Naturales, México ocupa el puesto 14 entre los
países con más riesgo de sufrir desastres naturales con
un riesgo de 43.3 sobre 100. Estos desastres son cau-
sados propiamente por una combinación de factores
que son ajenos a la intervención humana, por ejemplo,
la actividad geológica y la topografía.

• Temblores y terremotos

México es un país con alta actividad sísmica, debido a
su ubicación geográfica en el borde de la placa tectó-
nica de Cocos que subduce bajo la placa Norteaméri-
ca. Las regiones con más riesgo de sufrir estas activi-
dades sísmicas son la costa del Pacífico (desde
Chiapas hasta Jalisco), la región central de México (in-
cluyendo la Ciudad de México) debido a la presencia
de fallas geológicas activas y la península de Yucatán
(cercanía a la placa de Caribe).

Los costos económicos y de vidas humanas de los te-
rremotos y temblores en México son significativos. En
los últimos 50 años, los terremotos han causado más
de 100 mil muertes y pérdidas económicas superiores
a 100 mil millones de dólares. Algunos de los terre-
motos más destructivos de la historia de México son el
terremoto de 1985, que tuvo una magnitud de 8.1 en la
escala de Richter y causó más de 10.000 muertos. El
terremoto de 2017, que tuvo una magnitud de 7.1 en la
escala de Richter y causó más de 360 muertos. En am-
bos terremotos se han detectado fuertes áreas de opor-
tunidad para la atención de la población vulnerable,
estos espacios producen comportamientos oportunis-
tas entre los actores.

• Erupciones y actividad volcánica

Las erupciones volcánicas en México son un riesgo
importante debido a la posición del país en el Cinturón
de Fuego del Pacífico, que es una zona con gran acti-
vidad sísmica y volcánica. En México, la actividad
volcánica se concentra principalmente en el Cinturón
Volcánico Transmexicano, que se extiende desde el es-
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tado de Chiapas hasta el estado de Jalisco; este cintu-
rón alberca más de 30 volcanes activos entre los que se
encuentran el Popocatépetl, el Colima, el Paricutín y el
Tres Picos. Las actividades de estos volcanes normal-
mente consisten en expulsión de cenizas, gases tóxicos
y expulsión de rocas.

Además de que existen riesgos importantes sobre las
enfermedades gastrointestinales y respiratorias que la
ceniza volcánica puede provocar debido a la contami-
nación en el aire y agua. De acuerdo con un informe
del Centro Nacional de Prevención de Desastres, el
gobierno de México ha gastado más de 100 mil millo-
nes de pesos en daños económicos causados por erup-
ciones y actividad volcánica en los últimos 50 años.
Los daños económicos más significativos se han pro-
ducido por las erupciones del volcán Popocatépetl en
1994 y 2017. La erupción de 1994 causó daños por
más de 10 mil millones de pesos, mientras que la erup-
ción de 2017 causó daños por más de 30 mil millones
de pesos.

VI. Financiamiento climático, una alternativa para
enfrentar la crisis y emergencia

El Comité Permanente de Finanzas (CPF) de la Con-
vención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio
Climático (CMNUCC) define el financiamiento cli-
mático como los flujos financieros que buscan reducir
las emisiones y mejorar los sumideros de gases de
efecto invernadero (GEI), al tiempo que busca reducir
la vulnerabilidad y mantener e incrementar la resilien-
cia de los sistemas humanos y ecológicos ante los
efectos negativos del cambio climático. La Organiza-
ción para la Cooperación y el Desarrollo Económicos
define financiamiento climático como “los flujos de
capital que buscan el desarrollo bajo en carbono y re-
siliente? al clima, los cuales pueden ser públicos o pri-
vados”.

Bajo estas ideas algunos mecanismos para promover
el financiamiento climático son: Donaciones, Subven-
ciones, Participaciones de capital - Bonos Verdes, Pa-
go por resultados/ mercado de carbono, Créditos (con-
cesiones, microcréditos, capital semilla), Garantías/
Seguros. Mientras los actores en el financiamiento cli-
mático pueden ser: Sector productivo, financiero, Es-
tado y sector público, comunidad internacional y ciu-
dadanía.15

Algunos fondos multilaterales a que los países en des-
arrollo tienen acceso son el Fondo Verde para el Clima
(FVC), el Fondo para el Medio Ambiente Mundial
(FMAM) y el Fondo de Adaptación (FA). Éstos se cre-
aron a lo largo de los años como mecanismos finan-
cieros de la Convención Marco de las Naciones Uni-
das sobre el Cambio Climático a fin de proporcionar
recursos a los países en desarrollo.16

Es así como el financiamiento climático, consiste en la
manera de enfrentar los efectos negativos del cambio
climático bajo múltiples formas de financiamiento, es-
tos flujos financieros a su vez pueden provenir de di-
versos actores como el sector financiero, el Estado,
sector privado, de la comunidad internacional e inclu-
so de la ciudadanía.

De acuerdo con Naciones Unidas, la acción climática
requiere importantes inversiones financieras, por
ejemplo, en nuevos sistemas energéticos e infraestruc-
turas que puedan soportar los efectos del cambio cli-
mático, sin embargo, la inacción climática es mucho
más cara. La financiación del clima ayuda a los países
a reducir las emisiones de gases de efecto invernade-
ro, por ejemplo, financiando energías renovables co-
mo la eólica o la solar. También ayuda a las comuni-
dades a adaptarse a los efectos del cambio climático.
La introducción de semillas resistentes al clima, por
ejemplo, significa que los agricultores, pese a las se-
quías y otros fenómenos meteorológicos extremos,
pueden seguir produciendo alimentos y obteniendo in-
gresos.17

Además de la transición energética e infraestructura en
energías limpias, también resulta pertinente que las in-
versiones financieras se encaminen a medidas de pre-
vención adaptación, mitigación, recuperación y res-
puesta, en lo referente a cuando los efectos del cambio
climático, se han transformado en riesgos, desastres o
contingencias naturales, este rango ampliado signifi-
caría un mejor y mayor aprovechamiento de este fi-
nanciamiento climático.

Simon Stiel, secretario ejecutivo de ONU Cambio Cli-
mático, señaló en el Foro de inversión sostenible: “No
podemos alcanzar nuestros objetivos climáticos sin fi-
nanciamiento. Ya estemos hablando de la transición a
las energías renovables, de mejorar la eficiencia ener-
gética o de proteger a las comunidades vulnerables de
los efectos del cambio climático, todos estos esfuerzos
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requieren una inversión significativa. La financiación
de la lucha contra el cambio climático trata, en última
instancia, de lo que nosotros, como sociedades, valo-
ramos: el mundo en el que queremos vivir y las vidas
y dificultades que podemos salvar canalizando nuestro
dinero para aumentar la resiliencia frente a los estra-
gos del cambio climático”.

Respecto al financiamiento necesario para combatir la
emergencia y crisis climática mundial, en el marco de
las negociaciones climáticas de la ONU, en 2009, los
países desarrollados se comprometieron a transferir a
los países en desarrollo 100 mil millones de dólares
anuales hasta 2020 (meta ampliada a 2025 en el Acuer-
do de París). Pero este monto no se ha logrado. Por
ejemplo, en 2016 solo se alcanzaron 58.5 miles de mi-
llones de dólares y aunque el monto aumentó significa-
tivamente para 2019, únicamente se alcanzaron 79,6
miles de millones de dólares. En ese sentido, para cum-
plir el objetivo de emisiones netas cero para 2050, la
organización Climate Policy Initiative estima que se
necesita un financiamiento global de 4.35 trillones (mi-
llones de billones) de dólares para 2030, cuando en
2020 sólo fue de 632 mil millones de dólares.18

Por otro lado, y de acuerdo con el Centro de Investi-
gación Económica y Presupuestaria, en el caso de Mé-
xico, este enfrenta costos económicos significativos
debido al cambio climático, los cuales podrían alcan-
zar 6.9 por ciento del PIB para 2050 y el 18.4 por cien-
to en 2100.19 Tan sólo para 2022, México necesitaba
destinar 126 mil millones de dólares para hacer frente
al cambio climático, a través de 30 medidas en ocho
sectores de la economía.20 Mientras, la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público informó en 2023 que Mé-
xico requiere 1.7 billones de pesos (equivalentes a mo-
vilizar 7 por ciento del PIB) cada año hasta 2030 para
garantizar el impulso de proyectos que le permitan
transitar hacia un desarrollo sostenible.21

La organización ambiental AIDA señala que el reto
principal en cuanto al financiamiento climático es la
necesidad de un incremento sustancial de los flujos de
financiamiento, y que otro desafío clave es medir y
rastrear este tipo de financiamiento, que no está sujeto
a una definición universal común. También la necesi-
dad de equilibrar la asignación de fondos de manera
más equitativa entre las actividades de mitigación y de
adaptación, así como las relacionadas con las pérdidas
y daños que ya sufren comunidades en todo el mundo.

Es importante también que el financiamiento canaliza-
do no resulte en afectaciones humanas o al ambiente,
como suele suceder cuando existen grandes inversio-
nes en las que no se implementan procesos adecuados
de consulta y participación. Así mismo es importante
señalar la continuación e incremento de dependencia a
los combustibles fósiles que nos mantienen en un sis-
tema económico depredador. Se requiere que todo el
dinero movilizado aporte a la regeneración del planeta
y a resolver la crisis ambiental y climática mundial, no
a exacerbarla.22

De acuerdo con lo anterior, el financiamiento climáti-
co es una forma y alternativa de hacer frente a la cri-
sis, significa invertir en el futuro y también en el del
planeta. Ante un reto financiero que resulta difícil, las
propuestas integrales que se plantean, marcarán la
pauta para enfrentar la crisis ambiental y climática en
México.

VII. Experiencia Internacional para el mejora-
miento de Fondos Climáticos

• Green Climate Fund o Fondo Verde para el Clima
de Naciones Unidas

El Fondo Verde para el Clima (GCF, por sus siglas en
inglés), es un elemento fundamental del histórico
Acuerdo de París, es el fondo climático más grande del
mundo, cuyo mandato es ayudar a los países en des-
arrollo a recaudar y hacer realidad sus ambiciones de
Contribuciones Determinadas a Nivel Nacional
(NDC) hacia vías bajas en emisiones y resilientes al
clima. Cumple sus objetivos invirtiendo en cuatro
transiciones: entorno construido; Industria energética;
seguridad humana, medios de vida y bienestar; y uso
de la tierra, bosques y ecosistemas.23

Según datos del GCF, la mayor parte del financia-
miento se canaliza hacia países utilizando agencias
internacionales en lugar de entidades nacionales di-
rectamente a través de la modalidad de “acceso direc-
to”. El GCF ha asignado 1.7 mil millones de dólares
a través de acceso directo, a 38 de los 177 proyectos
aprobados por este Fondo Verde. Tan solo entre 2015
y 2020, el GCF aprobó 23.4 millones de dólares para
la preparación de proyectos. El Fondo Verde para la
Resiliencia Climática está diseñado para captar estos
recursos.
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• Capitalización y fuentes de financiamiento climá-
tico

Respecto a las fuentes de financiamiento para los fon-
dos nacionales de clima hay dos tendencias muy cla-
ras. En primeros términos, aproximadamente el 20 por
ciento de los países han recurrido a fuentes de im-
puestos sobre la contaminación como el principal mé-
todo para generar ingresos para los fondos.

Por ejemplo, países como India imponen un impuesto
sobre el carbón, donde el Ministerio de Finanzas reco-
ge y transfiere los ingresos recaudados al Fondo Na-
cional de Energía Limpia. Del mismo modo, en Tai-
landia, el Fondo de Rotación de Eficiencia Energética
está respaldado por un impuesto sobre las ventas de
gasolina, mientras que en China, el Fondo de Meca-
nismo de Desarrollo Limpio recauda fondos a través
de un impuesto sobre las transacciones de Mecanis-
mos de Desarrollo Limpio.

En segundo término, los donantes internacionales han
contribuido a estos fondos, variando hasta en un nú-
mero de un solo donante hasta siete donantes, como en
el caso del Fondo de Resiliencia al Cambio Climático
de Bangladesh, o el Fondo Enercon de Pakistán, que
fue capitalizado con la ayuda de fondos del Fondo pa-
ra el Medio Ambiente Mundial.

• Participación del sector privado en fondos climá-
ticos

Los fondos nacionales climáticos interactúan con el
sector privado en diferentes grados, esto puede ser con
base en los objetivos del fondo, en el nivel de toleran-
cia al riesgo, y la forma legal en la que pueden llegar
a relacionarse. Por ejemplo, fondos como el de la Ga-
rantía Parcial de Riesgos de India para la Eficiencia
Energética han sido diseñados para trabajar con insti-
tuciones financieras, proporcionando garantía de hasta
el 50 por ciento del monto de préstamo, pues en este
sentido las instituciones financieras pueden solicitar
garantías al fondo y otorgar préstamos a empresas fo-
mentando así la participación del sector privado en te-
mas climáticos, energéticos, ambientales, etcétera.

Otro ejemplo, es el Fondo de Resiliencia al Cambio
Climático de Bangladesh que proporciona recursos
utilizados para reducir los costos de capital y permitir
a los agricultores instalar bombas de riego solares. La

mayoría de este tipo de fondos se realizan con institu-
ciones que otorgan principalmente subvenciones, lo
que limita la gama de instrumentos a disponer y la ca-
pacidad para interactuar con el sector privado.

• Enfoque de cartera

La experiencia internacional, marca que diversos paí-
ses utilizan una combinación de fondos nacionales de
clima y otros acuerdos de financiamiento para apoyar
la acción climática. Por ejemplo, el plan climático na-
cional de India consta de ocho misiones distintas en
materia medioambiental y se apoya de instrumentos fi-
nancieros como el uso de subastas inversas, comercio
de certificados, créditos fiscales y fuentes presupues-
tarias regulares.

Además de que el Banco Nacional para la Agricultura
y el Desarrollo Rural en India es una entidad acredita-
da ante el Fondo de aquel país, y ha tenido éxito como
entidad de implementación nacional en términos de la
cantidad de proyectos que ha podido financiar.

Así pues, los países pueden tener un enfoque de doble
vía, donde no solo utilizan un fondo nacional de clima
para desembolsar fondos, sino que también proporcio-
nan gastos de desarrollo a ministerios (secretarías) im-
plantadores, como es el caso del Fondo de Confianza
para el Cambio Climático de Bangladesh que recibe
asignaciones del tesoro y las destina a diversos minis-
terios.

VIII. Una visión comparada con otros países

• India: Fondo Nacional de Adaptación al Cambio
Climático

Fue establecido para apoyar actividades de adaptación
en los Estados y Territorios de la Unión de India que
son vulnerables a los efectos adversos del cambio cli-
mático. Se implementa en modo de proyecto y sus ob-
jetivos son financiar proyectos/programas relativos a
agricultura, agua, manejo de desastres, vida rural, eva-
luar la vulnerabilidad y la evaluación del impacto cli-
mático.

• Colombia: Plan Nacional de Adaptación al Cam-
bio Climático y Fondo para la Vida y la Biodiversi-
dad

Miércoles 2 de octubre de 2024 Gaceta Parlamentaria43



El propósito de éstos es disminuir la vulnerabilidad del
país y fortalecer su capacidad de respuesta frente a las
amenazas e impactos del cambio climático, e imple-
mentar mecanismo para fortalecer y financiar proyec-
tos y programas relacionados con la acción climática,
la contención de la deforestación y la gestión del agua
en los territorios respectivamente.

• Brasil: Apoyo para Proyectos Sociales y Ambien-
tales y Programa del Fondo Climático, con 10 sub-
programas

El Banco Nacional de Desenvolvimento Econômico e
Social de Brasil ofrece un apoyo para proyectos en las
áreas de desarrollo social y ambiental. A través de fi-
nanciamiento con condiciones específicas, recursos no
reembolsables o suscripción de valores, el Banco posi-
bilita esfuerzos que se reflejan en el desarrollo am-
biental y social en mejores condiciones de vida para
las personas.

Sus apoyos financieros más comunes son líneas de fi-
nanciamiento, permanentes y que pueden otorgarse en
cualquier momento; programas, que tienen asignación
de recursos y/o fechas de vencimiento; y los fondos
gestionados por el propio Banco. Entre lo que más
destaca de este tipo de fondo, es que tiene una línea de
crédito dirigida a la reforestación, conservación y re-
cuperación forestal. También sobresale que el Fundo
Clima es financiado principalmente por ingresos gene-
rados de un impuesto a las compañías petroleras.

• Bangladesh: Fondo de Confianza para el Cambio
Climático

A través de la gestión en los sectores público y pri-
vado lleva a cabo diferentes tipos de actividades pa-
ra abordar los riesgos y efectos adversos del cambio
climático, mediante la categorización en áreas temá-
ticas realiza proyectos relacionados a la gestión inte-
gral de desastres y mitigación y desarrollo de bajo
carbono.

• Indonesia: Fondo Fiduciario para el Cambio Cli-
mático

Es una entidad nacional de financiamiento cuyo obje-
tivo es desarrollar formas innovadoras de vincular
fuentes de financiamiento internacionales con estrate-
gias de inversión nacionales, actúa para atraer inver-

sión e implementar una variedad de mecanismos de fi-
nanciamiento alternativos para programas de mitiga-
ción y adaptación al cambio climático y lograr una
economía baja en carbono y resiliencia climática. Las
entidades elegibles para presentar propuestas al
ICCTF son instituciones gubernamentales como mi-
nisterios de línea, agencias gubernamentales y gobier-
nos locales. De este fondo destaca que los proyectos
son administrados a través del Programa de las Nacio-
nes Unidas para el Desarrollo (PNUD), actuando co-
mo administrador de fondos interino.

IX. Un nuevo Fideicomiso Fondo Verde para la Re-
siliencia Climática, una necesidad

Con la desaparición del Fonden en este sexenio, el go-
bierno federal se ha visto completamente incapaz para
hacer frente a los desastres naturales que ocurren en
nuestro país y a la crisis climática que se encamina.
Esto es particularmente grave en un contexto donde
los desastres naturales han aumentado por la emergen-
cia climática. Apenas el 15 de noviembre de este año,
71.5 por ciento del país tenía una sequía. En 2020, las
inundaciones dejaron sin hogar a 100 mil personas en
Tabasco, en 2021 desplazaron a 50 mil personas en
Chiapas y en 2023 causaron la muerte de 500 en Gue-
rrero.

Además, como lo demostró el huracán Otis en Aca-
pulco, la emergencia climática ha aumentado la fre-
cuencia, intensidad e imprevisibilidad de los huraca-
nes. Este huracán causó la muerte de al menos 49
personas y múltiples desapariciones, dejó sin hogar a
más de 100 mil personas. Además, se estima que el hu-
racán afectó 273 mil 844 viviendas, 600 hoteles y con-
dominios y 120 hospitales.

Objetivo y principios

El Fideicomiso Fondo Verde para la Resiliencia Cli-
mática (FVRC) nace con el propósito de proporcionar
una estructura financiera sólida y sostenible para res-
paldar acciones de mitigación, adaptación y recupera-
ción frente al cambio climático en México, basándose
en los siguientes principios rectores:

• Sostenibilidad: Garantizar que las acciones em-
prendidas perduren en el tiempo y beneficien a las
generaciones futuras.
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• Equidad: Distribuir los recursos de manera justa,
priorizando a las comunidades más vulnerables an-
te los impactos del cambio climático.

• Transparencia: Promover la apertura y claridad
en la gestión de fondos y decisiones, fomentando la
confianza y participación de la sociedad.

• Rendición de cuentas: Establecer mecanismos
para evaluar el impacto y eficacia de las acciones fi-
nanciadas, asegurando una gestión responsable y
orientada hacia resultados tangibles.

El fondo tiene como objetivo contribuir a la mitiga-
ción de los efectos del cambio climático y a la adapta-
ción de las comunidades mexicanas a sus impactos,
para lograrlo se centrará en financiar proyectos y ac-
ciones que promuevan la resiliencia de los ecosiste-
mas, comunidades y sectores vulnerables frente a los
efectos del cambio climático. Asimismo, buscará aten-
der las pérdidas y daños causados por fenómenos cli-
máticos extremos y apoyar la recuperación y recons-
trucción de infraestructuras y medios de vida
afectados.

Estructura

Con lo que la estructura de gobernanza del fondo se
centrará en la colaboración de diversos actores clave y
de múltiples órganos:

• Comité Directivo: Compuesto por representantes in-
tersecretariales, así como representantes de la socie-
dad civil, sector privado, legisladores y otros sectores
relevantes, será el encargado de tomar decisiones es-
tratégicas y de aprobar proyectos. Será presidido por el
titular de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
y contará con un secretario ejecutivo designado por la
Semarnat.

Aprobará y distribuirá fondos en los proyectos autori-
zados y proporcionará orientación estratégica para su
uso. También establecerá pautas para el comité técni-
co sobre la aceptación del plan financiero anual y la fi-
nanciación de proyectos. Cada representante tendrá
voz y voto en las decisiones estratégicas y de aproba-
ción de proyectos, no obstante, el gobierno federal
tendrá un voto por cada secretaría, mientras que los re-
presentantes de los otros grupos y sectores presentes
en el Comité tendrán únicamente un voto por cada res-

pectivo grupo o sector que representen. Esto asegura
una representación equitativa y diversa en el proceso
de toma de decisiones.

Estará integrado por representantes seleccionados por
los titulares de las Secretarías de Medio Ambiente y
Recursos Naturales; de Agricultura, Ganadería, Des-
arrollo Rural, Pesca y Alimentación; de Salud; de Co-
municaciones y Transportes; de Economía; de Turis-
mo; de Desarrollo Social; de Gobernación; de Marina;
de Energía; de Educación Pública; de Hacienda y Cré-
dito Público; de Relaciones Exteriores, y de Desarro-
llo Agrario, Territorial y Urbano. Cada secretaría par-
ticipante deberá designar a una de sus unidades
administrativas, por lo menos a nivel de dirección ge-
neral, como la encargada de coordinar y dar segui-
miento permanente a los trabajos de la comisión.

• Comité Técnico: Formado por 16 integrantes míni-
mo, expertos en medio ambiente, representantes de la
sociedad civil, cámaras e iniciativas destacadas del
sector privado, gobiernos estatales, legisladores inte-
grantes de comisiones relevantes para proyectos cli-
máticos y/o financieros, y organizaciones no guberna-
mentales con reconocidos méritos y experiencia en
cambio climático que se designarán por el presidente
del Comité Directivo, a propuesta de las personas que
lo integren.

El consejo tendrá un presidente, nombrado por el titu-
lar de la SHCP, y un secretario designado por el
SHCP; durarán en su cargo tres años, y pueden ser re-
electos por un periodo adicional, cuidando que las re-
novaciones de sus miembros se realicen de manera es-
calonada. Los integrantes del Consejo ejercerán su
encargo de manera honorífica y a título personal, con
independencia de la institución, empresa u organiza-
ción de la que formen parte o en la cual presten sus
servicios, y sin una compensación monetaria por sus
servicios. El consejo sesionará de manera ordinaria
dos veces por año o cada vez que el Comité Directivo
requiera su opinión.

Este órgano se encarga de examinar las solicitudes de
proyectos recibidas y guiar al Comité Directivo en la
selección de proyectos, formación de subcomités
cuando sea necesario y el desempeño de otras tareas
delegadas. Este Comité tiene el mismo sistema de vo-
tación que el Comité Directivo, en el cual cada Secre-
taría tiene un voto, y el resto de los integrantes tienen
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únicamente un voto por cada respectivo grupo que es-
té representado en el Comité Técnico.

Estructura financiera

El Fideicomiso Fondo Verde para la Resiliencia Cli-
mática (FVRC) se sustentará en 4 principales fuentes
de financiamiento, cada una contribuyendo a su soste-
nibilidad y eficacia en la implementación de proyectos
de adaptación, mitigación y atención de crisis en caso
de desastres climáticos. Con los recursos propuestos,
se estima que el primer año de operación, el Fondo
pueda contar con recursos de 25 mil 107 millones de
pesos (6 mil 500 millones de pesos de gasto progra-
mable, además de los 18 mil 212 millones de pesos en
el presupuesto de otros fondos existentes que se inte-
grarían al fondo, y 395 millones de pesos del IEPS al
carbono). Estos componentes financieros se dividen
en cuatro áreas clave:

1. Presupuesto acumulativo

El FVRC contará con la asignación de recursos guber-
namentales, estableciendo que el gobierno destine un
porcentaje específico de su gasto programable anual al
fondo, como propuesta inicial un 0.1 por ciento. Esta
medida asegurará una financiación continua y predeci-
ble, proporcionando los recursos necesarios para lle-
var a cabo proyectos de adaptación de manera efecti-
va. Además, se establecerá que el fideicomiso sea
acumulativo, lo que significa que los recursos no utili-
zados en un periodo determinado se mantendrán den-
tro del fondo para futuras implantaciones, es decir que
como el extinto fideicomiso Fondo de Desastres Natu-
rales, no se regresarán los recursos a la Tesorería de la
Federación. En el contexto del Paquete Económico pa-
ra el 2024, esta aportación sería de aproximadamente
6 mil 500 millones de pesos. Además, se incorporarán
a este componente del presupuesto los programas pre-
supuestarios N001, “Fondo de Desastres Naturales”
(Fonden), que para 2024 cuenta con 17 mil 984 millo-
nes de pesos en el Presupuesto), así como 228 millo-
nes de pesos del N002, “Fondo de Prevención de De-
sastres Naturales” (Fopreden).

2. Donativos internacionales

El segundo componente del financiamiento del Fidei-
comiso Fondo Verde para la Resiliencia Climática
(FVRC) se refiere a la integración del Fondo Sosteni-

ble de Nafin como una fuente de donativos internacio-
nales. El Fondo Sostenible de Nafin es una entidad gu-
bernamental especializada en el financiamiento de
proyectos sostenibles y ambientales en México. Al in-
tegrar este fondo al FVRC, se aprovechará la infraes-
tructura y experiencia de Nafin en la gestión de fondos
financieros para recibir y administrar donaciones in-
ternacionales de manera más eficiente y efectiva.

El Fondo Sostenible de Nafin tiene como objetivo
principal impulsar el desarrollo económico sostenible
en México, financiando proyectos que promuevan la
protección del ambiente, la eficiencia energética y la
mitigación del cambio climático. Su integración al
FVRC permitirá canalizar las contribuciones interna-
cionales a través de una entidad ya establecida y reco-
nocida en el país, evitando duplicidades y garantizan-
do una gestión transparente y eficiente de los fondos.

Además, la acreditación del Fondo Sostenible de Na-
fin ante el Fondo Verde para el Clima y el Adaptation
Fund facilitará el acceso a financiamiento internacio-
nal y la participación en proyectos globales de mitiga-
ción y adaptación al cambio climático. En resumen, la
integración del Fondo Sostenible de Nafin al FVRC
contribuirá a fortalecer la capacidad del fondo para fi-
nanciar proyectos de adaptación climática y promover
la sostenibilidad en México, al tiempo que se garanti-
za una gestión responsable y transparente de los recur-
sos financieros.

3. Impuestos y mercado de carbono

El FVRC considera la implantación de impuestos so-
bre el carbono y las emisiones como una medida adi-
cional para fortalecer su base financiera y promover
la reducción de emisiones contaminantes en el país.
Se propone destinar 5 por ciento de los ingresos re-
caudados a través del Impuesto Especial sobre Pro-
ducción y Servicios (IEPS) al carbono, el cual ascen-
dió a alrededor de 7 mil 900 millones de pesos en
2023; es decir, los recursos ascenderían a 395 millo-
nes de pesos aproximadamente. Esta estrategia busca
generar ingresos adicionales que se destinarán a fi-
nanciar proyectos de adaptación y mitigación del
cambio climático.

Además, el FVRC podría explorar la posibilidad de
obtener recursos del sistema de comercio de emisiones
(SCE), que permitirá a las empresas comprar y vender
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derechos de emisión de gases de efecto invernadero.
Mediante la participación en este sistema, el fondo po-
dría obtener ingresos adicionales derivados de la ven-
ta de créditos de carbono o de la imposición de tasas a
las emisiones que excedan ciertos límites establecidos.
Esta estrategia complementaría los ingresos obtenidos
a través de los impuestos sobre el carbono y contribui-
ría a fortalecer la capacidad financiera del FVRC para
financiar proyectos de adaptación y mitigación del
cambio climático en México.

4. Participación del sector privado

Se explorará la participación del sector privado y otros
actores interesados en apoyar financieramente al
FVRC, así como en la implementación de acciones de
mitigación y adaptación al cambio climático, como
por ejemplo proyectos de infraestructura sostenible.
Esto podría incluir colaboraciones con empresas e in-
versionistas privados que deseen contribuir al fondo,
ya sea con aportes financieros o en especie, como ma-
no de obra, materiales u otros recursos necesarios pa-
ra llevar a cabo proyectos específicos. Además, se
promoverá la participación directa de la comunidad en
la identificación y financiamiento de proyectos que
beneficien directamente a sus regiones y comunida-
des.

De esta manera, el FVRC adoptará un enfoque integral
que combine recursos gubernamentales, financiamien-
to internacional, medidas fiscales innovadoras y parti-
cipación del sector privado y la comunidad. Esta di-
versificación de fuentes de financiamiento garantizará
que el fondo disponga de los recursos necesarios para
abordar de manera efectiva los desafíos del cambio
climático en México, promoviendo la resiliencia y la
sostenibilidad de largo plazo.

Carteras de proyectos

El fondo administrará dos carteras de proyectos para
abordar las necesidades de adaptación y mitigación del
cambio climático en México:

• Proyectos financiados con los recursos del fon-
do.

• Proyectos que se desarrollen con el respaldo del
sector privado en especie.

• Ambas carteras se someterán al riguroso proceso
de aprobación del Comité Directivo para garantizar
que cada proyecto seleccionado cumpla con los cri-
terios de eficacia, sostenibilidad y pertinencia. Es-
ta estructura dual permite una gestión flexible y di-
versificada de los proyectos, aprovechando tanto
los recursos financieros del fondo como los recur-
sos técnicos y tecnológicos del sector privado.
Además, fomenta la colaboración entre el sector
público y privado en la lucha contra el cambio cli-
mático, promoviendo una acción coordinada y efi-
ciente para enfrentar los desafíos ambientales
emergentes.

De esa forma, el Fideicomiso Fondo Verde para la Re-
siliencia Climática (FVRC) es el mecanismo idóneo
ante las incapacidades gubernamentales para hacer
frente a los riesgos, desastres naturales y a la crisis cli-
mática. Esta estructura financiera se encargará de im-
plementar acciones de mitigación, adaptación y recu-
peración, además de atender las consecuencias de
fenómenos y desastres climáticos, y de esta forma apo-
yar a la recuperación y reconstrucción tanto de in-
fraestructura como medios de vida dañados o altera-
dos.

Este Fondo tendrá la importante colaboración de ac-
tores clave, autoridades y miembros del gobierno, so-
ciedad civil, sector privado, expertos y legisladores.
Con su estructura financiera innovadora se alcanzará
la ejecución e implantación de proyectos para afron-
tar las adversidades y necesidades climáticas en Mé-
xico.

Por todo lo expuesto se proponen las siguientes refor-
mas de las Leyes General de Cambio Climático, de
Transición Energética, y Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria:
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Por lo expuesto someto a consideración de esta asam-
blea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adicionan diversas disposicio-
nes de las Leyes General de Cambio Climático, de
Transición Energética, de Planeación, y Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria

Primero. Se adicionan la fracción XXI al artículo 3,
una fracción VI, recorriendo la subsecuente al artículo
81 y se adicionan los artículos 95 Bis, 95 Ter, 95 Quá-
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ter y 95 Quinquies a la Ley General de Cambio Cli-
mático.

Artículo 3o. Para efectos de esta ley se entenderá por

(…)

XXI. Fondo: Fideicomiso Fondo Verde de Resilien-
cia Climática (FVRC).

(…)

Artículo 81. Las fuentes de financiamiento para apo-
yar la implementación de acciones para enfrentar los
efectos adversos del cambio climático serán las si-
guientes:

(…)

VI. El Fideicomiso Fondo Verde de Resiliencia Cli-
mática (FVRC); y

(…)

Artículo 95 Bis. Se establece el Fideicomiso Fondo de
Resiliencia Climática (FVRC) como un instrumento
financiero destinado a apoyar proyectos y acciones de
mitigación y adaptación al cambio climático, así como
la gestión integral del riesgo de desastres naturales.

Este operará bajo la supervisión de la Secretaría de
Hacienda y Crédito, que presidirá el comité directivo
y el comité técnico, que se hacen referencia en el re-
glamento de esta ley.

Artículo 95 Ter. El fondo se financiará a través de
aportaciones del presupuesto federal, contribuciones
del sector privado, donaciones internacionales, y otros
mecanismos que la ley permita, con el siguiente es-
quema:

I. Presupuesto acumulativo: El FVRC contará con
asignaciones presupuestarias del gobierno federal,
destinando un porcentaje específico del gasto pro-
gramable anual del Presupuesto de Egresos de la
Federación de cada año a este fondo. Como pro-
puesta inicial, se destinará un 0.1 por ciento del gas-
to programable. Se establecerá un mecanismo acu-
mulativo para garantizar que los recursos no
utilizados en un periodo se mantengan dentro del

fondo para su uso en futuras implementaciones. Es-
ta financiación incluirá la integración de recursos
provenientes de programas presupuestarios especí-
ficos como el N001, Fondo de Desastres Naturales
(Fonden); y N002, Fondo de Prevención de Desas-
tres Naturales (Fopreden);

II. Donativos internacionales: El FVRC integrará el
Fondo Sostenible de Nacional Financiera (Nafin)
para gestionar y administrar donaciones internacio-
nales de manera eficiente. Este componente aprove-
chará la infraestructura y experiencia de Nafin en el
financiamiento de proyectos sostenibles y ambien-
tales, facilitando el acceso a financiamiento interna-
cional y la participación en proyectos globales de
mitigación y adaptación al cambio climático;

III. Impuestos y mercado de carbono: El fondo im-
plantará impuestos sobre el carbono y las emisio-
nes, destinando un porcentaje de 0.05 por ciento de
los ingresos recaudados a través de impuestos espe-
cíficos, como el Impuesto Especial sobre Produc-
ción y Servicios (IEPS) al carbono. Además, se ex-
plorará la obtención de recursos a través del sistema
de comercio de emisiones, permitiendo a las em-
presas comprar y vender derechos de emisión, lo
cual podría generar ingresos adicionales para el
FVRC, y

IV. Participación del sector privado: Se fomentará
la participación del sector privado, a través de cola-
boraciones financieras o en especie, para apoyar la
implementación de proyectos de mitigación y adap-
tación al cambio climático. Esto incluirá la promo-
ción de la participación directa de la comunidad en
la identificación y financiamiento de proyectos que
beneficien a sus regiones.

Artículo 95 Quáter. Respecto a su gestión y opera-
ción, el fondo funcionará con un enfoque integral,
combinando recursos gubernamentales, financiamien-
to internacional, medidas fiscales innovadoras, y la
participación del sector privado y la comunidad. Este
esquema de financiamiento garantizará que el fondo
disponga de los recursos necesarios para enfrentar los
desafíos del cambio climático en México, promovien-
do la resiliencia y la sostenibilidad a largo plazo.

Artículo 95 Quinquies. El fondo administrará dos
carteras de proyectos claramente diferenciadas para
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abordar de manera integral las necesidades de adapta-
ción y mitigación del cambio climático en México:

I. Cartera de proyectos financiados directamente:
Incluirá los proyectos que reciban financiación di-
recta del FVRC, seleccionados por su potencial pa-
ra contribuir a la transición energética y la reduc-
ción de emisiones de gases de efecto invernadero; y

II. Cartera de Proyectos con Apoyo del Sector Pri-
vado: Comprenderá proyectos que, además de con-
tar con el respaldo financiero del FVRC, se benefi-
cien de aportaciones en especie del sector privado,
como pueden ser tecnología avanzada, expertise

técnico o recursos materiales

Segundo. Se adiciona el artículo 32 Bis a la Ley de
Transición Energética.

Artículo 32 Bis. El Fideicomiso Fondo Verde de Re-
siliencia Climática a que hace referencia la Ley Gene-
ral de Cambio Climático se integrará en la estrategia
nacional de transición hacia el uso de energías renova-
bles y eficiencia energética, financiando proyectos que
contribuyan a la reducción de emisiones de gases de
efecto invernadero en el sector energético.

Tercero. Se adicionan los párrafos segundo y tercero,
con lo que se recorren los subsecuentes, al artículo 37
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaria.

Artículo 37. En el proyecto de Presupuesto de Egre-
sos deberán incluirse las previsiones para llevar a ca-
bo acciones preventivas o ejecutar programas y pro-
yectos para atender los daños ocasionados por
fenómenos naturales. El ejercicio de estos recursos se
sujetará a las disposiciones que se establezcan en el
Presupuesto de Egresos, así como a las disposiciones
que emita la Secretaría, los cuales podrán destinarse a
cubrir los gastos que se hayan devengado conforme a
los fines antes referidos.

El Fideicomiso Fondo Verde de Resiliencia Climá-
tica contará con asignaciones presupuestarias del
gobierno federal, destinando un porcentaje especí-
fico del gasto programable anual del Presupuesto
de Egresos de la Federación de cada año a este fon-
do. Como propuesta inicial, se destinará 0.1 por
ciento del gasto programable. Se establecerá un

mecanismo acumulativo para garantizar que los
recursos no utilizados en un periodo se mantengan
dentro del fondo para su uso en futuras implemen-
taciones. Esta financiación incluirá la integración
de recursos provenientes de programas presupues-
tarios específicos como el N001, Fondo de Desastres
Naturales; y el N002, Fondo de Prevención de De-
sastres Naturales.

Se establecerán mecanismos de transparencia y
rendición de cuentas específicos para el FVRC,
asegurando que la asignación y uso de los recursos
sean públicos y sujetos a auditorías anuales.

(…)

(…)

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Unidad de Política y Control Presupues-
tario de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
emitirá y, en su caso, modificará las disposiciones es-
pecíficas que establezcan los mecanismos presupues-
tarios que permitan ejercer los recursos para ejecutar
programas y proyectos para cumplir con el presente
decreto.

Tercero. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público
y la Cámara de Diputados realizarán las acciones ne-
cesarias a fin de dar cumplimiento al presente decreto
para el ejercicio fiscal de 2025.

Notas

1 En específico, participaron representantes de ITDP, Unión Inter-

parlamentaria, WRI, Polea, EY México, Secretaría de Relaciones

Exteriores, Cemex, el gobierno de la Ciudad de México, Planis-

phera Sustentabilidad, el Cemda, Propuesta Cívica, la Oficina del

Alto Comisionado para los Derechos Humanos de la ONU en Mé-

xico, el Programa de la ONU para el Medio Ambiente en México,

el coordinador del proyecto del mecanismo de gobernanza para la

implantación del Acuerdo de Escazú en México y Amnistía Inter-

nacional, entre otros.

2 Declaración sobre Medio Ambiente Humano, Estocolmo, 1972,
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disponible en https://www.gob.mx/semarnat/educacionambien-

tal/documentos/declaracion-de-estocolmo

3 Dicho fondo fue creado mediante el acuerdo por el que se emi-

ten las Reglas Generales del Fondo de Desastres Naturales, publi-

cado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de diciembre de

2010. Disponible en https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codi-

go=5169686&fecha=03/12/2010#gsc.tab=0

4 El artículo 4o. de las reglas de operación establecía: “Artículo

4o. Son fines del Fondo de Desastres Naturales (…) I. Canalizar

recursos para la reconstrucción de los daños sufridos por un fenó-

meno natural perturbador en los sectores de competencia federal,

estatal o municipal, en términos de los Lineamientos de Operación

específicos que regulan cada uno de los procedimientos a que ha-

cen referencia las presentes Reglas Generales del Fondo de Desas-

tres Naturales. En los trabajos de reconstrucción o restitución de

los bienes se deberán incluir, en lo posible y por separado, medi-

das de mitigación para daños futuros, a través de normas de dise-

ño o construcción que reduzcan su vulnerabilidad ante futuras

amenazas, en el entendido de que la dependencia o entidad de la

administración pública federal responsable del sector deberá eva-

luar y, en su caso, validar los argumentos técnicos y los documen-

tos de las mejoras y adiciones en las acciones incluidas en el pro-

grama de restauración de los daños, de tal manera que garanticen

que los bienes operarán dentro de márgenes de seguridad reco-

mendables (…)”.

5 Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento / Banco Mun-

dial, Fonden: El Fondo de Desastres Naturales de México, una re-

seña, 2012, disponible en

http://www.proteccioncivil.gob.mx/work/models/ProteccionCi-

vil/Resource/469/1/images/LibroFonden_versionEsp.pdf

6 Decreto por el que se reforman y derogan diversas disposiciones

de las Leyes para la Protección de Personas Defensoras de Dere-

chos Humanos y Periodistas; de Cooperación Internacional para el

Desarrollo; de Hidrocarburos; de la Industria Eléctrica; Federal de

Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; General de Protección

Civil; Orgánica de la Financiera Nacional de Desarrollo Agrope-

cuario, Rural, Forestal y Pesquero; de Ciencia y Tecnología; Adua-

nera; Reglamentaria del Servicio Ferroviario; General de Cultura

Física y Deporte; Federal de Cinematografía; Federal de Derechos;

del Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Des-

arrollo; de Bioseguridad de Organismos Genéticamente Modifica-

dos; General de Cambio Climático; y General de Víctimas, y abro-

ga la Ley que crea el Fideicomiso que administrará el Fondo de

Apoyo Social para ex Trabajadores Migratorios Mexicanos. DOF,

06 de noviembre de 2020. Disponible en https://dof.gob.mx/no-

ta_detalle.php?codigo=5604411&fecha=06/11/2020#gsc.tab=0

7 Décimo Noveno. Se deroga el transitorio noveno del decreto por

el que se expide la Ley General de Protección Civil, publicado en

el Diario Oficial de la Federación el 6 de junio de 2012. A partir

del 1 de enero de 2021, el Fideicomiso Fondo de Desastres Natu-

rales no asumirá compromisos adicionales a los adquiridos previa-

mente, salvo los relativos a los gastos de operación, y únicamente

podrán llevarse a cabo los actos tendentes a su extinción. Con los

recursos a que se refiere el artículo 37 de la Ley Federal de Presu-

puesto y Responsabilidad Hacendaria se podrán cubrir las obliga-

ciones que se tengan pendientes y que no se paguen con cargo al

patrimonio del fideicomiso. Los remanentes de recursos de este fi-

deicomiso se deberán concentrar a más tardar el 30 de junio de

2021, por concepto de aprovechamientos, a la Tesorería de la Fe-

deración y se destinarán por la Secretaría de Hacienda y Crédito

Público para la atención de desastres naturales, así como para cu-

brir las obligaciones pendientes y que no se paguen con cargo al

patrimonio del fideicomiso”.

8 Senado de la República, Coordinación de Comunicación Social,

“Aprueba Senado en lo general la extinción de 109 fideicomisos”,

21 octubre de 2020. Disponible en

http://comunicacion.senado.gob.mx/index.php/informacion/bole-

tines/49479-aprueba-senado-en-lo-general-extincion-de-109-fi-

deicomisos.html

9 Artículo 26. Los fideicomisos y fondos públicos considerados

entidades paraestatales deberán dar cumplimiento a las obligacio-

nes establecidas en las leyes a que se refiere el artículo anterior por

sí mismos, a través de sus áreas, unidades de transparencia y co-

mités de transparencia. En el caso de los fideicomisos y fondos pú-

blicos que no cuenten con estructura orgánica y, por tanto, no sean

considerados una entidad paraestatal, así como de los mandatos

públicos y demás contratos análogos, cumplirán las obligaciones

de esta ley a través de la unidad administrativa responsable de co-

ordinar su operación”.

10 Cemda, 2022. Impacto ambiental de la refinería de Dos Bocas.

México, DF: Cemda)

11 (Cemda. (2023). Impacto ambiental de la autopista Oaxaca-Mi-

tla. México, DF: Cemda)

12 Coparmex, México es de los países más vulnerables ante el

cambio climático. Acapulco es la muestra y podrían venir más de-
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Diputada Laura Iraís Ballesteros Mancilla (rúbrica)
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